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I. Introducción
Para el CES, la población y el territorio son temas de máximo interés y responsabi-
lidad, y por ello viene realizando Informes específicos sobre estas materias desde los
años 90, e incluyendo en todos sus Informes, especialmente en el Informe Anual,
epígrafes dedicados a la evolución de la población en nuestra Comunidad. 

También hay que añadir que este Consejo ha participado en su labor consultiva, con
sus Informes Previos, en la tramitación de los Anteproyectos de Ley sobre la Orde-
nación del Territorio y sobre la Aprobación de las Directrices Esenciales.

Con todo este trabajo, el CES ha desarrollado un extenso conjunto de análisis sobre
la población y territorio que creemos necesario ordenar y actualizar para ofrecer su
resultado a la sociedad y al Gobierno Regional.

El Consejo Económico y Social de Castilla y León, considera que el contenido de
este Informe a Iniciativa Propia hace nuevas aportaciones al conocimiento de la arti-
culación del territorio en Castilla y León, y muestra nuevos elementos de reflexión
para la acción en políticas públicas tendentes a su ordenación.

El CES estima que el valor de este Informe no es solo por su contenido, sino por la
oportunidad y la necesidad de realizarlo. Es un Informe oportuno porque es el
momento adecuado de hacer aportaciones al debate iniciado por el Gobierno
Regional con su Documento abierto de Propuestas sobre un nuevo modelo de
Ordenación y Gobierno del Territorio.

La distribución de la población en el territorio es un hecho dinámico que además
de explicarse con mapas y ordenarse con leyes, viene condicionado por el hecho de
conocer los parámetros y las variables básicas que condicionan el poblamiento
actual en Castilla y León y en especial, la dinámica natural y los movimientos migra-
torios, y así será más fácil entender su devenir. Sin duda estos datos son necesarios
pero no suficientes, porque nos falta la teoría completa que nos permita interpre-
tarlos y comprenderlos para encontrar la fórmula aproximada –nunca exacta por la
complejidad de la materia–, para organizar nuestro territorio en el presente y para
poder tomar decisiones de futuro.

El Consejo cree que, aunque la herencia histórica es fundamental para entender las
condiciones sociodemográficas actuales, son las políticas de ordenación territorial,
de desarrollo agrario, de obras públicas, de industria y dotación de servicios, de
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medio ambiente y de planeamiento urbano, así como las leyes y normativa que las
concretan, las que definen las líneas de actuación que construyen un modelo de orde-
nación del territorio con mayor o menor éxito. En este sentido, el CES comparte con
la Agenda para la Población de Castilla y León 2010-2020 la valoración del impor-
tante peso del pasado en los problemas que afectan a la población de la Comunidad
en el presente. 

Ciertamente, todos estos factores inciden de forma compleja en la ordenación del
territorio, creando focos de atención y modificando con ello el modelo de pobla-
miento.

Así, la temática examinada en este Informe requiere tratar numerosos temas que el
Consejo ha dividido en cinco apartados:

 • Marco legal de la ordenación del territorio en Castilla y León.

 • Evolución de la población y configuración del modelo de poblamiento.

 • Un territorio en evolución y cambio.

 • La necesidad de contar con un diagnóstico más detallada del territorio.

 • Cómo plantear una gestión eficaz y equitativa del territorio.

Así, en el apartado II (Marco legal de la ordenación del territorio) se realiza una
reflexión crítica sobre cómo se ha desarrollado la normativa de ordenación del terri-
torio en Castilla y León, para entender a qué necesidades responde, qué sentido tie-
nen sus objetivos, y cómo resulta un proceso inconcluso, al objeto de aportar
algunas reflexiones para una ordenación territorial futura.

El apartado III (Evolución de la población y configuración del modelo de pobla-
miento), estudia las principales fases del crecimiento demográfico en España y en
Castilla y León entre 1900 y 2011, permitiendo comparaciones entre las Comuni-
dades Autónomas, y estableciendo los pormenores específicos de dicha evolución
en Castilla y León, con el fin de sacar a la luz los hechos, y fijar las bases de debate
de cualquier nueva política demográfica.

El apartado IV (Un territorio en evolución y cambio) recoge desde distintas ópticas
–el análisis económico y la evolución del medio rural, de las políticas industriales, de
las infraestructuras y del urbanismo– el estudio y las transformaciones del territorio,
y la capacidad que tenemos para dirigirlas mediante políticas concretas.

En el apartado V (La necesidad de contar con un diagnóstico más detallado del
territorio), se analiza un modelo concreto de ordenación territorial integrador, que
tiene en cuenta la perspectiva económica y demográfica. En este análisis se parte
de una ordenación concreta basada en centros de servicios, tal y como se han
venido definiendo en los Informes Anuales del CES.
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El apartado VI (Cómo plantear una gestión eficaz y equitativa del territorio) plan-
tea, en general, la necesidad de coordinación y cooperación entre Administraciones
para superar los retos que puedan surgir de la evolución demográfica futura y de la
desvertebración territorial actual. 

En el apartado VII se recogen una serie de Conclusiones y Recomendaciones Finales.

II. Marco legal de la ordenación del territorio 
en Castilla y León

La ordenación territorial es una cuestión necesaria para el futuro de Castilla y León
y tema recurrente en el debate social, que plantea retos y dificultades para el buen
gobierno del territorio de la Comunidad.

Es cierto que la ordenación territorial es una preocupación compartida por todas las
Comunidades Autónomas, que desde la década de los ochenta han incorporado los
principios y los objetivos de la ordenación territorial, de competitividad y justicia
territorial, al desarrollo normativo de las políticas sectoriales.

En este contexto tiene especial importancia el caso de Castilla y León por cuatro
características específicas que expresan los condicionantes a los que se enfrenta la
ordenación del complejo espacio regional:

     1ª  La extensa superficie del territorio de nuestra Comunidad Autónoma, con su
diversidad ecológica y la calidad de sus recursos patrimoniales.

     2ª  Los importantes problemas estructurales, en gran medida atribuibles a las
disfuncionalidades de una obsoleta organización territorial heredada, que
por su dimensión y contrastes socioeconómicos dificultan la necesaria verte-
bración y colaboración en torno a proyectos comunes.

     3ª  Su ubicación estratégica entre las regiones del Norte y Sur de España, así
como su espacio de tránsito internacional atlántico, en el extremo surocci-
dental de Europa.

     4ª  Su estructura y dinámica poblacional.

Con esta perspectiva como punto de partida, es necesario añadir un balance sobre
lo que ha representado la política de ordenación territorial en Castilla y León y cómo
se ha materializado en las normas, para culminar con unas consideraciones que
pueden servir de reflexión para la futura toma de decisiones en materia de ordena-
ción territorial.

El artículo 148.3 de la Constitución Española establece que las Comunidades Autó-
nomas podrán asumir competencias en materia de “Ordenación del territorio,
urbanismo y vivienda”. Por ello, en los años 80 del siglo XX, el conjunto de las
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Comunidades Autónomas españolas, Castilla y León entre ellas, incorporan en sus
políticas principios y objetivos inherentes a la ordenación del territorio.

La Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de Reforma del Estatuto de Auto-
nomía de Castilla y León, en su artículo 70.1.6º reconoce como competencia exclu-
siva las materias de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. La ejecución de
estas competencias se ha ido plasmando en distintas iniciativas y normas que se han
ido sucediendo desde los años 80, hasta la promulgación de la Ley 10/1998, de 5
de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León (en
adelante LOT) hito normativo que marca la solución de continuidad obligada en
este proceso.

También han sido diversas las propuestas, proyectos y programas para la configu-
ración de una estructura territorial que da valor a la dimensión supramunicipal bajo
distintas denominaciones (comarcas, mancomunidades de municipios, etc.) con el
fin de llevar a cabo una cooperación sostenible entre distintos territorios.

La LOT se configura como un importante marco de referencia jurídica para el tra-
tamiento de los problemas del territorio de la Comunidad y cuenta con una triple
finalidad: 

       •  En primer lugar, la definición de un modelo territorial para Castilla y León, capaz
de favorecer el desarrollo equilibrado y sostenible de la Comunidad, así como
la articulación e integración de su territorio y su conexión con el exterior.

       •  En segundo lugar, la compatibilización entre los procesos de desarrollo del
sistema productivo y de la urbanización, con la protección del medio
ambiente y del patrimonio cultural de la Comunidad.

       •  Y, por último, el establecimiento de los criterios y procedimientos necesarios
para asegurar la coordinación de las actuaciones con incidencia sobre el terri-
torio.

La LOT se apoya en cuatro grandes pilares instrumentales: las Directrices de Orde-
nación del Territorio, las Directrices de Ordenación de Ámbito Subregional, los Pla-
nes y Proyectos Regionales, y los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales,
situándose los primeros en la cúspide de este esquema regulador.

El proceso de elaboración de las Directrices de Ordenación del Territorio (en ade-
lante DOT), ha sido largo y ha cristalizado con la aprobación de la Ley 3/2008, de
17 de junio, de aprobación de Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio
de Castilla y León, texto que representa la fundamentación de las ideas básicas del
modelo territorial en nuestra Comunidad Autónoma.

Sin embargo, hasta la fecha, no se han aprobado las Directrices Complementarias,
sobrepasándose ampliamente el plazo establecido (figura 1.2 del Documento Téc-
nico que acompaña a este Informe).
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Ahora bien, la ausencia de las mencionadas Directrices no ha supuesto una parali-
zación, ni siquiera una contención, en el desarrollo del cuerpo normativo relacio-
nado con la Ordenación del Territorio. Por el contrario, desde la entrada en vigor
de la Ley la aplicación de los instrumentos previstos en ella han seguido su curso
hasta dar lugar a numerosas medidas normativas. La primera década del siglo XXI

coincide, en efecto, con lo que bien pudiera denominarse como la etapa de máxima
profusión, hasta entonces conocida, en el campo de las decisiones legales con inci-
dencia territorial directa en nuestra Comunidad.

Así, en Castilla y León se han aprobado una serie de planes regionales de ámbito
territorial como han sido el Plan Regional de Ámbito Territorial del Canal de Cas-
tilla, el del Valle del Duero y el de Zamora@Duero. Estos planes obedecen a la
lógica espacial de las Directrices de Ordenación de Ámbito Subregional (en ade-
lante DOAS), (artículos 14 y siguientes de la LOT).

Las DOAS se han aplicado a situaciones espaciales diferenciadas, como son las rela-
cionadas con las transformaciones metropolitanas, la ordenación y gestión de espa-
cios naturales protegidos, y el tratamiento de los procesos de transformación
desarrollados a escala provincial.

Son ejemplo de ello las Directrices de Ordenación del Territorio de Valladolid y su
entorno, las Directrices de Ordenación Subregional de Segovia y su entorno, o las
Directrices de Ordenación Territorial de la Montaña Cantábrica Central.

Este despliegue normativo es necesario contextualizarlo en su entorno geográfico,
ya que Castilla y León es una de las Regiones de UE que presenta mayores dificul-
tades a la hora de intentar compatibilizar en la ordenación del territorio la eficiencia
con la equidad, es decir, de desplegar y realizar sobre el territorio los ya menciona-
dos objetivos de competitividad y justicia territorial.

Del mismo modo, no hay duda de la importancia del cuerpo normativo desarrollado
como aplicación de la ordenación del territorio. No obstante, el Documento Técnico
que acompaña a este Informe, señala que no puede considerarse un proceso nor-
mativo terminado por tres razones:

     1ª  Carecemos de una definición clara y suficientemente explícita de modelo
territorial a falta de las Directrices que la propia Ley de Ordenación del Terri-
torio establece como requisito fundamental.

     2ª  Hay que entender que la ordenación territorial y sus normas no pueden ser
estáticas, y siempre deben estar abiertas a la posibilidad de modificación y
adaptación a las condiciones socioeconómicas.

     3ª  Las normas aún no han resuelto, y en algunos aspectos ni siquiera han afron-
tado, los problemas territoriales que históricamente y en el presente afectan
a la población y al poblamiento, que son los temas centrales que desarrolla
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este Informe, pues en torno a ellos se construye el complejo entramado de
variables que organiza el territorio.

III. Evolución de la población y configuración 
del modelo de poblamiento: 1900-2011

Desde comienzos del siglo XX y hasta la primera década del siglo XXI, el territorio
español en general, y el castellano y leones en particular, han sufrido distintas trans-
formaciones desde el punto de vista demográfico.

Castilla y León no es ajena a las tendencias seguidas por la población de otras
Regiones españolas, pero sí presenta características diferenciadas en cuanto a la
intensidad de las pérdidas demográficas, por lo que partiremos del estudio de lo
sucedido en el territorio nacional, para posteriormente profundizar en las trayecto-
rias específicas de la población en el territorio de nuestra Comunidad Autónoma.

III.A Evolución de la población y configuración 
del modelo de poblamiento en España

Podemos analizar el periodo posterior a 1900 dividiéndolo en cinco fases: 

       •  Primer tercio del siglo XX.

       •  Guerra Civil y postguerra.

       •  La emigración exterior en el tercer cuarto del siglo XX.

       •  El paso a un régimen demográfico moderno en el periodo de 1975-2000.

       •  La inmigración exterior en la primera década del siglo XXI.

En el primer tercio del siglo XX la población española creció, a pesar de las elevadas
tasas de mortalidad a principios de siglo, consecuencia de las guerras coloniales y de
la gripe de 1918, gracias al mantenimiento de elevadas tasas de natalidad, lo que per-
mitió un lento incremento del saldo vegetativo, dando lugar a lo que se conoce como
“transición demográfica”. En este periodo se muestran diferencias entre el Norte y el
Sur de España, registrándose crecimientos vegetativos más elevados en el Sur.

Gracias a este crecimiento de la población se generó la mano de obra necesaria en
las regiones y ciudades donde se inició la industrialización. No obstante, la capaci-
dad de absorción de las nuevas zonas industriales fue menor que la población dis-
ponible en España.

Esta etapa se caracterizó por el inicio del éxodo rural hacia las ciudades y la emigra-
ción hacia el exterior (principalmente transoceánica), que tuvo especial incidencia

30 POBLACIÓN Y POBLAMIENTO EN CASTILLA Y LEÓN



en el Norte. Las migraciones interiores tienen como consecuencia el inicio de las
diferencias poblacionales entre las provincias interiores y las costeras, así como
entre los núcleos más industrializados (País Vasco, Madrid y Barcelona), y el resto
del país. 

Pero a pesar de las migraciones, interiores y exteriores, y de la divergencia en la
natalidad, en esta etapa hubo un incremento continuo de la población sin pérdidas
en el ámbito rural, cuyos municipios de más de 1.000 habitantes siguieron incre-
mentando más o menos su población.

Durante el periodo de 1936-1950 (Guerra Civil y postguerra) hubo una fuerte
caída de la dinámica natural fruto del descenso de la natalidad, el aumento de la
mortalidad, y el descenso del número de hijos por mujer.

Tras la Guerra Civil, la recuperación demográfica es lenta y se acentúan las dife-
rencias entre provincias, ya que las predominantemente rurales experimentan un
vaciamiento a favor de las industrializadas, siendo los principales polos de atrac-
ción demográficos Madrid y Barcelona, seguidos por Guipúzcoa, Vizcaya, Valen-
cia, Cádiz, Sevilla y las capitales Canarias, consolidándose así las marcadas
diferencias entre las grandes capitales y el litoral, frente al interior. También tras
el conflicto bélico se reanudó la emigración hacia América (que afectó principal-
mente a Galicia).

A partir de 1940 la pérdida de población en el medio rural afectó también a los
municipios de más de 5.000 habitantes, y los que tenían más población empezaron
a perderla a partir de 1960. 

El tercer periodo de estudio, desde 1950 hasta la denominada “Segunda Transición
Demográfica” (que comienza a mediados de los años 70 y se consolida en los años
80 del siglo pasado), se caracteriza por un crecimiento demográfico que llega a
máximos históricos, y coincide con los más intensos movimientos migratorios nacio-
nales e internacionales, aumentando así los desequilibrios espaciales debidos a la
industrialización y tercialización urbana.

Durante los años 50, y a pesar de las medidas adoptadas por el Instituto Nacional
de Industria, no se consigue dar el impulso suficiente al sector industrial; sin
embargo, entre 1959 y 1973 se controló la inflación y el déficit público y el país se
abrió a la inversión foránea, dando lugar al período de mayor crecimiento econó-
mico de la historia de España. Aumentó la producción y el empleo en la industria y
los servicios. En el sector agrario se incrementó la producción pero no la mano de
obra, siendo el origen de la crisis de la agricultura tradicional. 

Este dinamismo económico potenció el crecimiento de la población a escala nacio-
nal, aunque los desequilibrios territoriales se agravan en ese periodo, ya que 23 pro-
vincias (todas del interior) tuvieron descensos de población.
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En este periodo se produjo un crecimiento natural de la población elevado, ya que
la natalidad se mantuvo estable y la mortalidad descendió (especialmente la mor-
talidad infantil). Esta dinámica natural positiva contrarrestó la emigración exterior
(principalmente a países de Europa Occidental, como Alemania, Francia y Suiza).
También esta emigración al exterior incidió en la profundización de los contrastes
entre distintos territorios, ahondando en los desequilibrios poblacionales entre las
provincias españolas.

Los flujos migratorios de los años 60 y 70 del siglo pasado dieron como resultado
un vaciamiento del ámbito rural, especialmente en las Regiones más afectadas por
estos flujos, mientras en el entorno urbano fueron las más favorecidas por el aporte
migratorio lo que llevó a una expansión superficial de las ciudades.

La extrema polarización del crecimiento en las principales capitales, fruto de la polí-
tica económica desarrollada entre 1959 y 1973, originó un modelo de poblamiento
afectado por desequilibrios patentes, carente, en gran parte del territorio nacional,
y sobre todo en el centro peninsular, de una red articulada de centros capaces de
mantener un dinamismo económico y demográfico mínimo y, en consecuencia, de
evitar la despoblación.

El resultado son dos modelos opuestos de comportamiento migratorio: territorios
receptores (las franjas costeras caracterizadas por su elevada densidad de pobla-
ción), y los territorios expulsores del interior (con densidades de población muy
bajas y en constante descenso, a excepción de las capitales de provincia de Madrid,
La Rioja, Valladolid y Zaragoza).

Las crisis económicas de los años setenta asociadas al encarecimiento del precio del
crudo implicaron una inflexión en el signo de los movimientos migratorios exterio-
res de la población española, con el continuo aumento de los retornados y el prác-
tico cese de la emigración. A su vez, el cambio de régimen político con la
instauración de la democracia favorece una planificación familiar que conducirá a la
mayor reducción de la fecundidad, intensificándose con rapidez un proceso ya ini-
ciado en la década precedente gracias al nuevo papel social y económico asumido
por la mujer. La transición demográfica puede finalmente darse por concluida, con-
solidándose unas pautas reproductoras que, unidas a la elevada esperanza de vida,
darán lugar al decrecimiento del saldo natural.

El cuarto periodo analizado, el último cuarto del siglo XX, heredero del cambio
demográfico acontecido en las décadas anteriores, se caracterizó por el manteni-
miento del descenso de la natalidad iniciado a mediados de los años setenta, la pér-
dida de jóvenes en edad reproductiva, a la vez que ascendía la mortalidad como
consecuencia del envejecimiento de la población.

El mapa de la densidad de población a escala provincial en 1981 es fiel reflejo de
esta evolución, mostrando unas diferencias que no harán sino acentuarse en déca-
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das posteriores, consecuencia de una herencia histórica muy difícil de contrarrestar.
Frente a más de quinientos habitantes por kilómetro cuadrado en Barcelona,
Madrid y Vizcaya, las provincias de Huesca, Cuenca, Guadalajara y Teruel tenían
menos de veinte, y Soria no alcanzaba los diez. En dieciocho provincias la densidad
se había reducido a menos de la mitad de la media nacional. Entre ellas se contaban
todas las de ambas Castillas (salvo Valladolid), las dos extremeñas, Huesca, Teruel
y Lérida.

Pues bien, veinte años después, en 2001, todas estas provincias seguían en situa-
ción similar, habiéndose unido a las mismas la de Lugo. Si retrocedemos en el
pasado hasta 1960, catorce de las indicadas tampoco llegaban al 50% de la densi-
dad media española (la superaban por mínimos Badajoz, León, Toledo y Sala-
manca). Lo cual confirma que si bien la etapa “desarrollista” de los años sesenta
marco una pautas de crecimiento demográfico claras, muchas de ellas venían ya
señaladas por una evolución bastante anterior, derivada tanto de una dinámica
natural diferencial como, sobre todo, de las corrientes migratorias generadas por
procesos de crecimiento económico muy concentrados espacialmente y por facto-
res de expulsión generalizados en un mundo rural cuya productividad agrícola
aumentaba con rapidez.

Tal y como se analiza en el Documento Técnico que acompaña a este Informe la
situación descrita muestra que España había entrado en este periodo en la denomi-
nada “Segunda Transición Demográfica”, que ya afectaba a Europa desde hacía
años, y se caracterizaba por un descenso de la mortalidad, una caída de la fecundi-
dad (en España el nivel de reemplazo generacional –2,1 hijos por mujer– se perdió
en 1981, continuando en descenso desde entonces), un incremento de la edad
media de contraer matrimonio y menor nupcialidad, rápido envejecimiento, etc.

Todo el territorio español se vio afectado por el cambio en los últimos 20 años del
pasado siglo, el crecimiento demográfico se redujo a mínimos históricos, y en siete
Comunidades Autónomas fue negativo (Aragón, Asturias, Castilla y León, Castilla-
La Mancha, Extremadura, Galicia y País Vasco), las migraciones se redujeron y el
medio rural continuó despoblándose.

El resultado de todos los procesos descritos que acontecieron en la pasada centuria
es una distribución de la población muy diferente a finales del siglo XX que la que
tenía en su comienzo. El fenómeno más significativo es la concentración urbana en
perjuicio del poblamiento rural, con el incremento del sector servicios (y el descenso
del empleo agrario), así como el crecimiento de las ciudades y la expansión de las
áreas metropolitanas.

Por último, la primera década del siglo XXI se caracterizó por los cambios produci-
dos con la introducción de la variable inmigración ya que, desde la segunda mitad
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de los 90 hasta la crisis de 2008, la inmigración extranjera cambió notablemente la
tendencia de la evolución demográfica. 

Esta primera década del siglo XXI mostró resultados ambivalentes desde el punto de
vista de la redistribución espacial. Todas las Comunidades Autónomas se vieron
afectadas, retornando incluso a saldos positivos las dos Castillas, Extremadura y
Galicia, cuya tendencia al decrecimiento se mantenía desde hacía cuatro décadas.
Los municipios rurales y pequeñas ciudades (que habían perdido población en la
segunda mitad del siglo XX) se mantuvieron e incluso crecieron gracias a la pobla-
ción extranjera. 

Pero los flujos migratorios, a pesar de su intensidad, no favorecieron por igual a
todos y tampoco contrarrestaron siempre los saldos negativos de la dinámica natu-
ral y de las migraciones interiores. La mitad de las ganancias se concentraron en 150
municipios, mientras cerca de 3.000 sólo sumaron una décima parte. De este modo
se prolongó el vaciamiento de los núcleos de menor entidad, acentuándose el
modelo de poblamiento concentrado en los centros de servicios.

En conclusión, desde la perspectiva de la dinámica natural de la población y de los
movimientos migratorios, los desequilibrios territoriales de la población fueron crecien-
tes en todos los ámbitos, tanto entre las Regiones del interior y periféricas, como en
cada una de ellas, entre lo rural y lo urbano, y entre las de la costa y las del interior.

III.B Evolución de la población y configuración del
modelo de poblamiento en Castilla y León

La evolución en la cuantía de los efectivos demográficos en el espacio que actual-
mente conforma la Comunidad Autónoma de Castilla y León ha mostrado de forma
permanente y continuada una trayectoria más o menos divergente (o, al menos no
convergente) respecto a la que ofrecía el conjunto español, registrándose diferencias
claras entre la zona costera, las grandes capitales y la zona interior (figura 3.1 del
Documento Técnico que acompaña a este Informe), lo que nos permite considerar
la pérdida de significado demográfico como una “constante histórica”, salvo en la
primera década del siglo XXI. Una situación que ha determinado que los castellanos
y leoneses no sólo sean menos, sino que adquieran también unos rasgos estructura-
les que acentúan al máximo algunos elementos distintivos de nuestra composición
por edades, conformando un panorama que extrema las dificultades de revitaliza-
ción demográfica, al margen las posibles aportaciones de población foránea.

A grandes rasgos, podemos dividir el periodo de análisis en tres grandes fases, más
o menos coincidentes con los periodos analizados en el conjunto nacional, aunque
sintetizando algunas de ellas:
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       •  Primera mitad del siglo XX (coincidente con las dos primeras etapas del análisis
del conjunto nacional: primer tercio del siglo XX y Guerra Civil y Postguerra).

       •  Segunda mitad del siglo XX (los dos segundos periodos del análisis de
España).

       •  Primero década del siglo XXI (último periodo de análisis para el conjunto
español).

La primera mitad del siglo XX se caracterizó como una etapa de progresivo incre-
mento demográfico al final de la cual se alcanzó el máximo de habitantes en Castilla
y León (2.864.378), dato que difiere de la media de España y de la mayoría de
Comunidades Autónomas, que llegan a su máxima población en la actualidad.

El conjunto de las nueve provincias castellanas y leonesas albergaba a comienzos
del siglo pasado un 12% de la población del país, proporción que se redujo en más
de dos puntos porcentuales al terminar esta fase. Si descendemos a un análisis a
escala municipal, los datos revelan que en la primera mitad del siglo XX, 936 muni-
cipios (42% del total), redujeron su población.

En líneas generales podemos afirmar que el aumento de población regional deriva
de la contraposición entre lo que sucede en el 75% del espacio regional (pérdida de
efectivos) y un 25% restante, donde la intensidad del crecimiento consigue frenar el
descenso de población, logrando así el incremento medio regional mencionado.

La Comunidad ha sido una de las que más temprana e intensamente se ha conver-
tido en abastecedora de mano de obra a otras áreas del territorio nacional priorita-
riamente, pero también del internacional, lo que ha dado lugar a ese crecimiento
tan exiguo, pues la dinámica natural fue positiva en este periodo (aunque menor
que en el conjunto nacional), consiguiendo compensar en este periodo las salidas
de población.

De los territorios que forman las actuales Comunidades Autónomas, es el de Castilla
y León el que ha registrado un saldo negativo migratorio de mayor cuantía, pues
en estos cincuenta años se perdieron por emigración 655.463 residentes, con
mucha diferencia la cifra más alta de todas las registradas, ya que el segundo lugar
lo ocupó Galicia, donde las pérdidas fueron poco más de la mitad (330.228), que-
dando bastante atrás otras Regiones que más tarde sí serán focos destacados de la
emigración, como Castilla La Mancha, Andalucía, Aragón o Murcia.

Estas cuantías en términos absolutos de pérdidas por emigración, suponen un
mayor impacto en términos relativos dado que el saldo migratorio estimado repre-
senta una cantidad equivalente a más de la cuarta parte de la población inicial, con-
cretamente el 28,5%, (figura 3.4 del Documento Técnico que acompaña a este
Informe).
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Durante la primera mitad del siglo XX el crecimiento vegetativo en Castilla y León
fue superior en términos relativos al promedio nacional; un saldo favorable que sin
embargo se vio recortado por la emigración exterior. 

El segundo periodo de estudio, la segunda mitad del siglo XX, se caracterizó porque
la Comunidad Autónoma, al igual que la zona centro, toman trayectorias opuestas
de evolución demográfica respecto a la media del país.

España, pese al proceso migratorio iniciado, (tal y como hemos visto), registra las
mayores ganancias de población de todo el siglo XX, mientras que Castilla y León,
que se configura como la Comunidad que cuenta con mayor regresión en términos
absolutos, ve disminuir su población de tal modo que a finales de éste es la Comu-
nidad con menor crecimiento demográfico, pues durante el mismo se incrementó
un 8% su población, mientras que en el conjunto español fue del 220%. Lo cierto
es que, en la segunda mitad del siglo XX, Castilla y León pierde dos tercios de la
población ganada en la primera mitad del siglo.

Hemos de señalar, sin embargo, que no hay una correlación exacta entre las cifras
absolutas y el impacto de las pérdidas, pues las que han arrojado saldos migratorios
menos abultados no son precisamente las que han tenido cifras relativas más bajas,
siendo el de Soria el caso más significativo, pues una pérdida neta por migraciones
de poco menos de 65.000 personas en un espacio ya de por sí poco poblado repre-
sentó algo más del 43% de la población inicial. En cualquier caso, las cifras absolu-
tas son, sin duda, de consideración, dado que las pérdidas medias anuales siempre
han estado por encima de las 50.000 personas, y en la provincia con menor impacto
relativo (León), la diferencia entre emigración e inmigración ha superado las 65.000
personas, para sobrepasar las 100.000 en Burgos, o prácticamente alcanzar las
90.000 en el caso Salmantino.

De otro lado, en lo tocante a la generalización espacial de las salidas, no deja de ser
significativo que en la provincia de Valladolid, con la capital más dinámica de la
Región, el saldo migratorio negativo de estos cincuenta años se acerca a las 70.000
personas.

Esta regresión, si la analizamos a una escala territorial más detallada, manifiesta dos
cuestiones relevantes: la generalización espacial y el carácter desequilibrador. Todas
las provincias de Castilla y León, excepto Valladolid, vieron reducido su número de
residentes, algunas de ellas en una cuantía muy considerable, como ocurre en el
caso de Zamora, record de la Región en cifras absolutas, pues los 113.529 residen-
tes que pierde representaban bastante más de un tercio de los habitantes contabi-
lizados en 1950. Por su parte, Soria ostenta el record en cifras relativas, pues su
saldo negativo de casi 70.000 habitantes representaba más del 40% de la pobla-
ción inicial (cuadro 3.4 del Documento Técnico que acompaña a este Informe).
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El análisis a escala municipal revela más desequilibrios: un gran número de términos
municipales que pierden efectivos demográficos frente a un escaso número de ellos
que concentran las ganancias (exactamente 109 municipios con tasas de creci-
miento superiores o iguales a cero, el 5% del total).

En el periodo de 1950 a 1975, Castilla y León aunque es una de las Regiones emi-
soras de recursos humanos, es superada en cifras absolutas por Andalucía y en
cifras relativas por debajo de Extremadura y Castilla-La Mancha. Este periodo se
caracteriza por el éxodo rural, ya descrito, y que afecta de forma generalizada a
todas las provincias.

A mediados del siglo XX el balance natural era positivo en la mayoría de los muni-
cipios castellanos y leoneses, por lo que solo los saldos migratorios fueron respon-
sables del descenso de población en el medio rural.

Pero como se ha señalado, aunque también a escala nacional esta etapa fue carac-
terizada como emigratoria, en Castilla y León (con saldo migratorio negativo de
más de un tercio de la población inicial) podemos calificarla como de “vaciamiento
demográfico”, y durante ella se generan e intensifican buena parte de los actuales
problemas de despoblación.

La crisis de 1973 y sus consecuencias, sobre todo a partir de 1975 marcaron un
cambio en el proceso migratorio de España, (como se ha señalado anteriormente),
y en el de Castilla y León, ya que en el último cuarto del siglo XX disminuyó en la
Comunidad la intensidad de las pérdidas migratorias, a pesar de que ocho provin-
cias tuvieron saldos negativos (todas menos Valladolid).

La evolución de la dinámica natural no consiguió paliar las pérdidas migratorias, ya
que la salida de población castellana y leonesa en edades relativamente jóvenes, en
edad productiva y reproductora, incide en la tendencia a la baja, tanto del número
de nacimientos, como de las tasas de natalidad y como consecuencia, progresiva-
mente se restringe cada vez más el tamaño de las generaciones que alimentan la
base de la pirámide demográfica. 

A partir de mediados de los 70 se produce una pérdida de población de 74.763
habitantes, lo que afectó especialmente al medio rural, y obligó a suprimir 554
municipios entre 1960 y 1981, es decir una quinta parte de los existentes. Los cen-
tros comarcales de servicios de más de 3.000 habitantes fueron casi los únicos que
pudieron mantener una dinámica positiva.

En los años 80 se consolidó en el conjunto del país la fase denominada “segunda
transición demográfica”, que en Castilla y León se traduce en un crecimiento natu-
ral negativo, prácticamente nulo, consecuencia de una fecundidad en mínimos his-
tóricos y del aumento de las tasas de mortalidad, al crecer la proporción de
personas mayores que, a su vez, incrementan su número gracias a una mayor
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esperanza de vida, llegando a cerca de dos ancianos por cada joven. Evolución
típica y similar a la del conjunto del país aunque ha tenido mayor alcance y profun-
didad en el caso castellano y leonés.

En las dos últimas décadas del pasado siglo, los saldos naturales y migratorios son
negativos, y se pierden 95.639 habitantes; el envejecimiento en el medio rural es
extremo, el tamaño de los municipios baja (1.974 con menos de mil habitantes,
87% del total, de los que 441 tienen menos de cien) y los centros comarcales pier-
den demanda y encarecen la prestación de servicios.

En definitiva, este proceso de pérdida de población es tan acelerado que no ha sido
suficiente la explicación de la misma por la intensidad del proceso migratorio, pues
en la última década de este periodo la emigración es mínima, sino por el carácter
negativo de su crecimiento natural, al que se deben más de las tres cuartas partes
de la pérdida de población en estos años.

El tercer periodo de análisis, la primera década del siglo XXI se caracterizó (como ya se
ha señalado), por la intensificación del fenómeno de la inmigración en todo el territorio
nacional, aunque en Castilla y León con las particularidades que describiremos en las
siguientes líneas. España, (con un 12,2% de población extranjera en 2011) y Castilla
y León (con un 6,7%) consiguen paliar, en parte, los efectos de la dinámica natural.

El proceso inmigratorio en Castilla y León fue algo más tardío que en otras Comu-
nidades, aunque también más concentrado en el tiempo y de mayor intensidad que
en otros territorios, aunque no llegó a los extremos protagonizados por Aragón,
Castilla-La Mancha, Navarra o La Rioja. Los efectos del proceso migratorio se hicie-
ron notar, ya que se registraron incrementos poblacionales, a pesar de la pérdida de
población autóctona.

La afluencia de inmigrantes, además de tornar en positivo el crecimiento demográ-
fico de Castilla y León, también ha ayudado a frenar el proceso de envejecimiento,
ya que los extranjeros que llegan son adultos jóvenes, acompañados cada vez con
más frecuencia de menores, por lo que contribuyeron a aumentar las franjas de
edad más necesitadas: las de población en edad de trabajar y las de los niños. 

La llegada de inmigrantes hace ascender la natalidad y aunque el crecimiento natu-
ral continúa siendo negativo, la población crece en esta década gracias al saldo
migratorio exterior positivo; una situación excepcional en la historia de Castilla y
León, que se produce justo cuando más se necesita, con mayor incidencia en las
ciudades, pero que también beneficia al campo manteniendo y reabriendo algunos
colegios y dinamizando determinados negocios. Un proceso que la actual crisis eco-
nómica atenúa, iniciándose un periodo de incertidumbre.

En todo este proceso de evolución demográfica los enclaves rurales pequeños y
medianos de Castilla y León han sido sometidos a una constante pérdida de población
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y a una situación económica difícilmente sostenible con sus propios medios, pero
han podido subsistir, entre otros motivos, gracias al retorno temporal de sus anti-
guos pobladores, emigrantes que durante fines de semana y vacaciones vuelven
con sus familias, a los habitantes de las ciudades que eligen estas poblaciones para
su segunda residencia y al turismo rural; en resumen y en cifras: un movimiento
poblacional que triplica en verano el millón de habitantes del campo castellano y
leonés.

Sin embargo, ni la inmigración extranjera (en su apogeo), ni las estancias tempora-
les (de los emigrantes y turistas), son soluciones para los enclaves rurales pequeños
y medianos, ya muy mermados, sobre todo en las zonas más despobladas, por un
proceso de vaciamiento que continua y que viene de mucho tiempo atrás.

La población sigue concentrándose en las ciudades y sus periferias, a la vez que
antiguos municipios en sus cercanías se urbanizan con rapidez y absorben a los
jóvenes emancipados, y a los emigrantes del campo que siguen llegando a ellas (ya
cada vez menos).

Los centros intermedios y los núcleos rurales pequeños se enfrentan a un futuro
problemático con pérdidas de población. Como consecuencia fundamentalmente
del elevado número de municipios y de su pequeño tamaño, tenemos hoy en Cas-
tilla y León un modelo desequilibrado de poblamiento que continúa desestabilizán-
dose aún más.

IV. Un territorio en evolución y cambio
Llegados a este punto, parece conveniente estudiar ahora cómo cambia y evolu-
ciona la estructura del territorio, lo que vamos a desarrollar en diferentes epígrafes.
El primero analiza el cambio en el espacio rural de Castilla y León, para a continua-
ción mostrar cómo ha evolucionado en el tiempo, y cómo se concibe su desarrollo
futuro. Posteriormente planteamos algunos aspectos territoriales o sectoriales cuya
incidencia es notable en la ordenación del territorio, tales como los espacios urba-
nos, las políticas en los espacios industriales, y las nuevas infraestructuras.

IV.A Los cambios en el mundo rural
Estudiar el territorio de Castilla y León implica necesariamente determinar cuáles
son las características de lo rural, lo que resulta un asunto complejo, pues el debate
conceptual no está cerrado al respecto, y los gobiernos necesitarían determinar de
forma precisa sobre el territorio concreto esta delimitación.
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IV.A.1 Las tipologías rurales

Las definiciones recientes (2010) de la OCDE y la revisión de EUROSTAT de la tipo-
logía rural-urbana, establece unas tipologías con serias limitaciones prácticas para
convertirse en herramientas útiles que puedan servir de guía en políticas rurales,
porque son demasiado generales, y aplicadas en Castilla y León se pierden sobre
una base territorial demasiado amplia y diversa.

Si buscamos unas tipologías cercanas a nuestro territorio, podemos evaluar la utili-
dad de los dos tipos de propuestas que contempla la Ley 45/2007, de 13 de
diciembre, para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural. En concreto, en su
artículo 3, define las categorías de “medio rural”, “zona rural”, y “municipio
rural”, en función de la densidad y del tamaño de las poblaciones en relación a las
competencias de las distintas Administraciones para ordenar el territorio y
desarrollar políticas. Se trata de unas definiciones que no establecen de manera
clara cuándo un espacio se considera rural, otorgando un amplio margen de manio-
bra a los responsables de las políticas, con lo cual resultan totalmente inválidas estas
tipologías por ser poco operativas para delimitar de forma objetiva los espacios
rurales. 

Como segunda definición, se propone en el artículo 10 de la citada Ley una tipo-
logía para las zonas rurales que las clasifica en:

     a)  Zonas rurales a revitalizar: con escasa densidad de población, elevada signi-
ficación de la actividad agraria, niveles bajos de renta, y aislamiento geográ-
fico.

     b)  Zonas rurales intermedias: con densidad baja o media de población, un
empleo diversificado entre sectores, bajos o medios niveles de renta, y dis-
tantes del área de influencia de los grandes núcleos urbanos.

      c)  Zonas rurales periurbanas: con población creciente, predominio del empleo
en el sector terciario, niveles medios o altos de renta, y situadas en el entorno
de las áreas urbanas.

Se trata de una clasificación cualitativa que puede ser útil solo con fines administra-
tivos o como puntos de negociación de una agenda política, ya que no cuantifica
los parámetros para determinar cuando la densidad es “escasa” o el nivel de renta
es “alto” o “bajo”, de forma que no podríamos clasificar las zonas rurales con estas
tipologías.

Valga como ejemplo, que desde que se aprobó la Ley 45/2007, de 13 de diciembre,
para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural, solo cuatro Comunidades Autóno-
mas han culminado el mapa que priorizará los fondos de desarrollo rural sostenible
previstos en esta Ley, entre ellas Castilla y León, que cerró, en noviembre de 2011,
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el proceso de acuerdo interno (antes de la firma con el Gobierno de España) en la
Comisión General de Coordinación Territorial, que ha necesitado años de trabajo
y más de 200 reuniones para lograr fijar 28 zonas a revitalizar. Este resultado parece
interesante, pero el camino seguido en la negociación muestra la poca utilidad de
las tipologías de la norma.

Desde una perspectiva más amplia del desarrollo rural, ha sido la Política Agraria
Común (PAC) la que ha propiciado la realización de estudios para conocer la reali-
dad de los espacios rurales. Así, las tipologías que se han construido con esta orien-
tación, han estado diseñadas para medir el logro de los objetivos de la política rural
de la Unión Europea, en concreto para conocer el impacto del tercer eje de esta
política, dirigido a conocer si la PAC ha mejorado la calidad de vida y diversificado
la actividad económica.

En general estos trabajos de la Unión Europea ofrecen, necesariamente, una tipolo-
gía muy genérica, que aunque presenta planteamientos muy interesantes, no resul-
tan útiles, pues en el mejor de los casos ofrecen datos provinciales sin mayor
desagregación, de tal forma que las Regiones españolas acaban incluidas en las cate-
gorías periféricas, lo que no resulta muy útil para desarrollar una ordenación territo-
rial detallada que dé pie al diseño de instrumentos de política económica adecuada.

Otras tipologías se han construido desde los años 70 mediante técnicas estadísticas,
diseñando “índices de ruralidad”, partiendo de la selección previa de un conjunto
de variables que asocian lo rural para construir un índice que cataloga cada muni-
cipio por su ruralidad. Sin embargo estos trabajos sobre índices no son muy orien-
tativos sobre la dimensión territorial, informan sobre las dificultades, pero no
facilitan el planteamiento de alternativas.

También se han construido tipologías desde enfoques meramente descriptivos para,
a posteriori, tratar de agrupar y cuantificar sus características, algo que difícilmente
se consigue pues por esta vía se llega a resultados de un perfil muy sociológico. 

Quedan por considerar las tipologías elaboradas teniendo como base del espacio
rural el papel que juega el sector agrario y, por tanto, cómo ha evolucionado el
mismo desde su situación predominante hasta la actualidad.

Sin embargo, en estas tipologías el papel de la agricultura no es suficientemente
explicativo, pues los cambios en el medio rural no están solo ocasionados por la
forma de producción, sino que es algo más complejo, donde por ejemplo el cambio
tecnológico y los costes del transporte tienen un papel fundamental para alejar del
campo las actividades industriales y los servicios.

Para Castilla y León existen trabajos sobre tipologías municipales que identifican
cómo cambian las tipologías económicas de los espacios rurales, mostrando impor-
tantes diferencias en el ámbito rural y detectando cómo los espacios rurales cambian
su dinámica económica en función del tiempo.
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Se trata de investigaciones que parten de datos estadísticos, tal como hemos visto
en las de los años 70, pero sin pretender definir “índices de ruralidad”, y cuya uni-
dad de estudio la constituye el municipio, que es la entidad menor para la que se
dispone de información estadística suficiente. De esta forma, resultan múltiples
variables que son agregadas con distintas técnicas en clasificaciones, conglomera-
dos o clúster que las agrupan por municipios similares, obteniéndose de esta forma
conjuntos homogéneos, que al ser caracterizados por los valores que proporcionan
las variables socioeconómicas de los municipios, permiten obtener las tipologías
buscadas.

En este caso no se determinan a priori las tipologías, sino que se tratan de extraer
de la variabilidad de los datos, ni tampoco se deducen a posterior, a partir de datos
difícilmente cuantificables, sino a partir de los que están a nuestro alcance.

Así contamos con datos tales como los que determinan el tamaño y la composición
de la población, los datos de la situación laboral de las personas, así como las carac-
terísticas de los ocupados, las infraestructuras de los servicios públicos, las unidades
productivas, la actividad turística, el número de jóvenes en los centros de estudio, etc.

El CES considera que la utilización de variables socioeconómicas para la construc-
ción de tipologías en los ámbitos rurales, ha demostrado ser una herramienta útil,
que no solo tiene capacidad para describir de forma estática los espacios rurales,
sino que además muestra el cambio de los mismos cuando lo hace el conjunto de
la economía.

Esto muestra que los espacios rurales no están aislados, de forma que las políticas
que pretendan incidir en los ámbitos rurales para diversificar su base productiva
deben ser necesariamente adaptadas a las funciones que el espacio rural pueda
desarrollar en una economía abierta a la competencia global, por la que se va a ver
necesariamente afectada.

Este tipo de estudios confirma que no existe un espacio rural uniforme ni estático,
sino una compleja diversidad de espacios rurales en evolución y cambio. El Consejo
considera que estas investigaciones de corte económico sobre el espacio rural pue-
den aportar interesantes estimaciones para una ordenación del territorio del futuro,
pues permiten ponderar cómo afecta el cambio económico sobre el territorio, y por
ello deben ser tomadas en cuenta.

IV.A.2 El desarrollo rural en Castilla y León

El territorio y la población rural de Castilla y León están sometidos, como hemos
visto en los aparatados anteriores, a un intenso proceso de cambio que crea nume-
rosos desequilibrios. De hecho podemos destacar el contraste entre las zonas rurales
despobladas, con densidades entre 5 y 10 habitantes por kilómetro cuadrado, y el
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resto del territorio rural, que también tiene sus contrastes, ya que los espacios
periurbanos son los que más crecen, frente a otros en una precaria situación inter-
media. Otros territorios, dependiendo de sus propios recursos como el Bierzo, la
Ribera del Duero, la Tierra Pinariega de Burgos y Soria, o algunas zonas de las cam-
piñas del Duero, muestran cierto dinamismo, pero no con la suficiente intensidad
como para que el campo recupere sus habitantes y su posición tradicional.

Este proceso está inmerso en el cambio de la sociedad española, que pasó de ser
agraria y tradicional a lo largo de los años 60, para convertirse en industrial y
moderna, un camino que otros países europeos habían vivido con mucha antela-
ción. En todos los casos se pasó de sociedades predominantemente agrarias a otras
industriales y de servicios, a la vez que el campo iba perdiendo su peso como gene-
rador de trabajo y empleo. 

Se trata de un devenir común a todos los territorios, a pesar de que cada uno tenga
sus propios condicionantes ecológicos, demográficos, económicos y sociales, deri-
vado de la evolución contemporánea de las sociedades modernas, ya que el modelo
agrario de Castilla y León ha seguido el ritmo que marcaban las pautas económicas
y políticas en España en su conjunto.

De este modo, tras el éxodo rural que evidenciamos en el apartado III de este
Informe, caracterizado por la modernización, el cambio técnico y la pérdida de acti-
vos, se plantea en las áreas rurales europeas un cambio profundo en las formas de
entender el desarrollo rural, coincidiendo con sustanciales cambios de una fase de
mayor producción (entre 1955 y 1985), que generaron profundos cambios técni-
cos, económicos sociales y territoriales, acompañados de una numerosa pérdida de
empleos agrarios y rurales, lo que supuso una clara recesión en el espacio rural.

Esta nueva forma de entender el desarrollo rural se había interpretado como un
renacimiento rural, ya que desde finales de los 80 y comienzo de los 90 empezó a
concebirse un campo postproductivista, en el que, a pesar de la poca entidad agra-
ria, se había consolidado una sociedad rural nueva. 

Sin embargo, tal renacimiento no afectó por igual al territorio rural europeo. España
iba por detrás, lo que supuso quemar etapas y concentrar los cambios en tan solo
medio siglo, pasando rápidamente del modelo tradicional, basado en el predominio
absoluto de lo agrario, a una segunda etapa en la que el campo se modernizó redu-
ciendo el número de productores y habitantes, para pasar de forma inmediata a un
supuesto renacimiento de las áreas rurales concebidas de una forma completa-
mente distinta. 

Este cambio de paradigma surgido en otras zonas rurales europeas no afectó a Cas-
tilla y León ni al resto de las Regiones del interior de España, en las que las variables
sociodemográficas muestran una clara contracción. Y ha sido así a pesar de los
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sucesivos programas europeos, nacionales y regionales dirigidos a la recuperación
del campo y a lograr la fijación de población, pues la misma solo se está produ-
ciendo en las áreas periurbanas, en los centros comarcales, y en algunas zonas con
un patrimonio natural y recursos propios valiosos.

¿Cuál será ese nuevo modelo de desarrollo rural?, ¿por qué la globalización, la
mejora de las comunicaciones, y la reducción de costes de transporte no impulsan
el cambio económico en estas zonas rurales?, ¿por qué las ayudas y las políticas
basadas únicamente en la agricultura no son capaces de aprovechar las oportuni-
dades de estos nuevos motores económicos?. La OCDE, desde una perspectiva
amplia de estas cuestiones, concluye que es necesaria una nueva forma de entender
el desarrollo rural, en la que deba tenerse más en cuenta la diversidad de tipos de
regiones rurales.

La OCDE muestra que las Regiones que se enfrentan a problemas de declive vin-
culados a la inmigración y al envejecimiento, y que reducen la masa crítica necesaria
para disponer de un desarrollo empresarial, de infraestructuras y servicios públicos
eficaces, están en riesgo de caer en un círculo vicioso que las impide recuperarse.
No obstante muchas Regiones rurales han sabido aprovechar las oportunidades de
más ventaja conociendo bien los activos de que disponen, tales como su situación
geográfica, su patrimonio cultural y su capital social.

El cambio social fundamental en las áreas rurales durante el último medio siglo, ha
consistido en la pérdida de importancia del conjunto de activos agrarios, ya que,
tanto en España, como en Castilla y León, ha tenido lugar un proceso de “desagra-
rización”, con un importante desplazamiento del empleo a favor del sector servi-
cios. En Castilla y León se pasó de más de un 25% de activos agrarios en 1986 al
6,7% de 2010 (de 15,8% a 4,0% en España).

El mundo rural actual no es exclusivamente un mundo agrario ni independiente del
urbano, y sólo con esta visión es posible concebir un nuevo modelo de desarrollo
alternativo. Hoy no existen condiciones para crear un espacio de poblamiento y
vida alternativo al urbano, lo que hace necesario plantear nuevos modelos de
desarrollo rural.

IV.B La estructuración del espacio urbano
Existe una amplia literatura dedicada al estudio de las metodologías empleadas para
delimitar la ciudad, que combinan distintos criterios, demográficos, funcionales, de
estructura territorial, etc.

En el caso que nos ocupa, para llevar a cabo una clasificación estandarizada que res-
ponda a las peculiaridades de la estructura y jerarquía urbana de Castilla y León se
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parte de la hipótesis de que la formación de un área urbana necesita la concurrencia
de requisitos como la distancia, antigüedad, vinculación funcional y tamaño del
núcleo central. 

Partiendo de este criterio, la estructura de la red urbana de Castilla y León se pre-
senta en el Documento Técnico que acompaña a este Informe, organizada en cua-
tro niveles:

       •  Grandes áreas, con un carácter polinuclear, integradas por un núcleo como
mínimo de 50.000 habitantes y al menos otro que supere los 20.000, así
como varios municipios de más de 1.000 habitantes, grandes infraestructu-
ras (aeropuertos, áreas logísticas, etc.) y polos de actividad (parques tecno-
lógicos, etc.) en un radio de 15 km Este nivel lo conforman en Castilla y
León, dos grandes áreas urbanas: Valladolid (con Laguna de Duero), y León
(con San Andrés de Rabanedo).

       •  Áreas medianas, en segundo nivel, con un núcleo de 50.000 habitantes, al
menos otra de 5.000 y algunas de 1.000 en un radio de 10 km. En este nivel
se encuentran Ponferrada, Palencia, Salamanca y Segovia.

       •  En un tercer nivel se conforma a partir de un núcleo de más de 50.000 habi-
tantes y municipios de más de 1.000 en un radio de 10 km, nivel al que per-
tenecen Burgos, Zamora y Ávila.

       •  En un cuarto nivel están las áreas nucleares pequeñas formadas por un
núcleo de más de 20.000 habitantes y algunos núcleos que superan los
1.000 habitantes en un radio de 10 km; serían Soria, Medina del Campo y
Benavente (aunque ésta última no alcanza los 20.000 habitantes).

Fuera de esta estructura se encuentran las pequeñas ciudades, que a pesar de con-
tar con un tamaño de más de 20.000 habitantes, no cuentan en su entorno con
municipios de más de 1.000 habitantes vinculados a ellas, como son Aranda de
Duero y Miranda de Ebro.

Además de estas áreas urbanas habría que mencionar otros dos subconjuntos. Por
un lado seis núcleos comprendidos entre 10.000 y 20.000 habitantes, que no for-
man parte de ninguna de las categorías anteriormente tipificadas, cuatro en León
(Astorga, La Bañeza, Bembibre y Villablino), y dos en Salamanca (Béjar y Ciudad
Rodrigo). 

Por otro lado están los núcleos de entre 5.000 y 10.000 habitantes, “semiurbanos”
según la terminología del INE, identificados como urbanos en las Directrices Esen-
ciales de Ordenación del Territorio de 2008, aunque en este Informe son definidas
como Centros Cabecera de Servicios, a los que se hace referencia en el apartado
siguiente.
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En términos generales pues, nos encontramos con una red urbana bien definida y
jerarquizada; sin embargo, en las estrategias de desarrollo regional se ha producido
en los últimos años una alteración de este orden jerárquico y la red urbana se carac-
teriza por ser multipolar, o policéntrica. También se han conformado nuevas redes
de Ciudades, con vínculos por lo general temáticos (por ejemplo la Red de ciudades
del Camino de Santiago, o la Red de Municipios Digitales de Castilla y León).

Es preciso señalar que a finales del siglo XX y principio del siglo XXI las ciudades cas-
tellanas y leonesas, al igual que las del conjunto de España, han transformado su
estructura por múltiples razones, como las nuevas infraestructuras, la regulación
normativa urbanística y el boom inmobiliario.

La estructura de las ciudades de Castilla y León parte del modelo de ciudad tradi-
cional (centro y viejos barrios históricos) que se completa con los grandes barrios de
vivienda protegida y subvencionada de la segunda mitad del siglo XX y lo que se
denomina en el Documento Técnico que acompaña a este Informe “ciudad finise-
cular” del último tercio del siglo XX. A este habría que añadir los nuevos desarrollos
residenciales de la primera década del siglo XXI y las cuñas, enclaves y polígonos
industriales y logísticos del borde urbano y periurbano.

Uno de los elementos con más capacidad para modificar la estructura urbana de las
ciudades es el ferrocarril. La llegada de la Alta Velocidad en la mayor parte de las
ciudades castellanas y leonesas en el siglo XXI (todas menos Ávila y Soria) representa
el reto de eliminar las viejas estructuras ferroviarias que frecuentemente dividían su
tejido urbano.

El otro fenómeno que ha incidido en la transformación de las estructuras urbanas ha
sido el boom inmobiliario que ha tenido lugar desde 1997 a 2007, y el complejo cau-
dal normativo en materia urbanística que ha estado sometido a numerosos vaivenes.

El modelo de ciudades descrito está caracterizado por la imposibilidad de ocupar el
stock de viviendas vacías, debido a las características de esta estructura inmobiliaria
de las ciudades, con un patrimonio envejecido en los centros históricos, mala cali-
dad en la edificación de los viejos barrios obreros y las nuevas viviendas desocupa-
das de la periferia urbana, bien sea por su falta de demanda real o por su elevado
precio.

Para el Consejo, la posibilidad de estructurar el espacio urbano encuentra dos claros
ejemplos en la organización del transporte metropolitano y en la limitación del
acceso a los centros urbanos.

En el caso del transporte urbano metropolitano, el problema a resolver es poner en
marcha sistemas no contaminantes, con alta frecuencia de servicios, confortables y
a un precio competitivo, que fomente su uso y disuada la utilización de vehículos
particulares.
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Respecto a la limitación del acceso a los centros, el CES considera que se trata de
ordenar el espacio urbano para que los centros de las ciudades recuperen su vitali-
dad demográfica y sus funciones. 

Como queda patente, éstas son tareas que requieren un gran trabajo de coordina-
ción entre intereses muy dispares.

IV.C Las políticas industriales
La industria constituye una de las actividades económicas con mayor incidencia en
la estructuración del territorio regional; por ello es importante investigar la orienta-
ción productiva de la industria castellana y leonesa, las lógicas que determinan su
distribución espacial, y su relación con las potencialidades de desarrollo territorial.

En España, el sector industrial ha impulsado las transformaciones en el territorio
durante el siglo XX, con la concentración progresiva de recursos económicos y efec-
tivos demográficos en los núcleos más industrializados.

Los Planes de Desarrollo Económico y Social puestos en marcha por el Gobierno
Central desde 1964 a 1975, con incentivos para la captación de inversores indus-
triales y coordinación entre polos industriales, que afectaron en Castilla y León a
Valladolid y Burgos, supusieron un importante incremento del número de empresas
en funcionamiento, inversiones y empleo generado. La industria en estas dos ciu-
dades experimentó en esos años una fuerte expansión, desencadenando dina-
mismo en otras actividades como la construcción o los servicios.

Desde los años 80 la actividad industrial entra en una nueva fase caracterizada por
el inicio de un ciclo tecnológico basado en la innovación, lo que supone una ruptura
con el modelo de fabricación estandarizada a gran escala.

Castilla y León no fue ajena a la nueva etapa de reestructuración que tuvo lugar
especialmente en las grandes aglomeraciones urbanas y en las regiones más indus-
trializadas, ya que la reducción del número de fábricas afectó a prácticamente todas
las actividades manufactureras de la Comunidad.

Por otro lado las inversiones orientadas hacia los sectores informático, telecomuni-
caciones, electrónica, materiales de precisión, etc. fueron muy reducidas en la
Comunidad, no consiguiendo situar a la misma en los niveles más altos de compe-
titividad industrial.

Actualmente la cifra de trabajadores industriales en Castilla y León (incluyendo la
producción energética, las actividades extractivas y la industria manufacturera)
asciende a casi 140.000 personas, lo que supone el 15,6% de la ocupación
regional. Las empresas registradas en el sector industrial suponen el 9,2% de las
radicadas en la Comunidad Autónoma.
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La estructura sectorial industrial castellana y leonesa se caracteriza por una fuerte
especialización en industria alimentaria, automoción y fabricación de productos
metálicos, que en conjunto suman el 48% del empleo industrial total.

En el entramado industrial castellano y leonés predominan las medianas y pequeñas
empresas, ya que, según datos del INE, en 2011 el 40% de las empresas industriales
eran unidades de producción sin asalariados.

Tanto la orientación productiva como la tipología de las empresas del sector indus-
trial en Castilla y León están relacionadas con el modelo de organización espacial,
que tal y como se describe en el Documento Técnico que acompaña a este Informe,
podemos sintetizarlo en cuatro espacios:

       •  Espacios de concentración industrial vinculados a las principales áreas urba-
nas de la región (Valladolid y Burgos).

       •  Ejes de desarrollo manufacturero articulados por las grandes infraestructuras
del transporte (Palencia, León, Salamanca).

       •  Localización dispersa de industria en algunas áreas rurales (Aranda de Duero,
Ponferrada y Miranda de Ebro).

       •  Áreas de concentración industrial en las capitales provinciales de menor
dimensión (Soria, Segovia, Ávila y Zamora).

La característica más evidente de este modelo es la dispersión geográfica, ya que
en contraste con los espacios anteriormente descritos, 1.348 núcleos rurales agru-
paban 4.882 empresas industriales y 56.694 empleos en 2010, mientras 835 muni-
cipios rurales carecían de cualquier actividad industrial.

Las áreas urbanas aglutinan el 13,4% del empleo industrial (por debajo de la media
regional del 15,6%) mientras el sector servicios suma el 81,8% del empleo (en
datos de 2010).

En las áreas rurales el empleo generado por la industria (20,6% en 2010) supera el
agrario (20,2%) y está por encima de la media regional ya indicada del 15,6%.

El entramado productivo de Castilla y León se nutre principalmente de empresas de
pequeña dimensión, contando con un escaso número de instalaciones de tamaño
mediano o grande, lo que puede condicionar su capacidad para desarrollar estrate-
gias competitivas captadoras de innovación.

Este perfil industrial muestra que todavía tienen una presencia limitada en Castilla
y León otras actividades más intensivas en conocimiento, que son importantes
demandantes de empleo cualificado y especializado. En este sentido, la política de
desarrollo industrial en los últimos veinte años ha contribuido a promover la vertebra-
ción de espacios industriales encaminados a favorecer la configuración de un sistema
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regional de innovación, capaz de crear entornos creativos y generadores de cono-
cimiento sobre la base de infraestructuras y capacidades de investigación, ligadas
por la industria y vinculadas principalmente a los enclaves logísticos, con el fin de
asegurar una alta accesibilidad a los sistemas de transporte multimodales y aprove-
char las sinergias generadas en estos nuevos espacios innovadores.

IV.D Las nuevas infraestructuras
El último bloque de este apartado sobre la evolución de nuestro territorio lo cons-
tituyen las infraestructuras, dentro de las cuales distinguimos las infraestructuras
tecnológicas regionales que configuran una red de espacios de innovación, las
infraestructuras de transporte, y la actividad logística.

La política de I+D+i en Castilla y León se inicia en los años 90 del siglo XX, sobre la
base de distintas actuaciones públicas orientadas a impulsar la estrategia de
desarrollo regional.

Uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta el programa de creación,
desarrollo y consolidación de infraestructuras de apoyo a la innovación son los Par-
ques Tecnológicos Regionales (de Boecillo, León y Burgos) como piezas fundamen-
tales de la red regional de espacios de innovación. 

Esta intervención sobre el territorio que suponen los Parques Tecnológicos, como
espacios empresariales, ha evolucionado gradualmente, desde ser núcleos aislados
de innovación, a establecer vínculos con el tejido empresarial y social regional.

El Parque Tecnológico de Boecillo, operativo desde 1992, pertenece a la primera
generación de parques tecnológicos españoles, y puede considerarse plenamente
consolidado, contando a principios de 2010 con 141 empresas instaladas y tres cen-
tros de investigación.

El Parque Tecnológico de León que inició su andadura en 2000, actualmente cuenta
con 19 empresas. Por su parte, el Parque Tecnológico de Burgos, cuyos terrenos se
encuentran en fase de urbanización, se convertirá en el espacio tecnológico plani-
ficado de mayor dimensión en Castilla y León.

La creación de Parques Científicos Regionales persigue consolidar una estructura
estable para impulsar la generación de conocimiento, promover la transferencia tec-
nológica en diferentes campos científicos y facilitar las relaciones entre las universi-
dades y las empresas.

El Parque Científico de la Universidad de León se creó en 1992. El Parque Cientí-
fico de la Universidad de Salamanca está ubicado en un espacio delimitado y urba-
nizado a tal fin (en el campus universitario de Villamayor). Los Parques Científicos
de las Universidades de Valladolid y Burgos están alojados en edificios universitarios
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de I+D y, al igual que el de Salamanca, están iniciando su andadura. Por tanto, su
evolución temporal es tan limitada que no es posible atisbar aún su incidencia eco-
nómica y territorial.

En lo que se refiere a las infraestructuras de transporte y los enclaves logísticos en
Castilla y León, es preciso mencionar la Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación
de Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio, que señala la importancia de
desarrollar un sistema articulado de enclaves logísticos en la Comunidad. Con este
objetivo se ha creado CyLoG (modelo logístico de Castilla y León basado en la cons-
titución de una asociación formada por las Sociedades Gestoras de las Infraestruc-
turas Complementarias del Transporte y la Logística).

La Asociación CyLoG tiene como misión ayudar al sector productivo de Castilla y
León a ser más competitivo a través de la logística, promocionando y desplegando
el Modelo CyLoG, que consta actualmente de quince enclaves ubicados en los cua-
tro corredores principales que cruzan la Comunidad de Castilla y León:

       •  Transoceánico: donde se encuentran los centros de Miranda de Ebro, Bur-
gos, Palencia, Valladolid y Salamanca.

       •  Ruta de la Plata: con los centros del Bierzo, León, Benavente, Zamora y Sala-
manca.

       •  Eje del Duero: con Soria, Aranda de Duero, Valladolid y Zamora.

       •  Eje Madrid-A Coruña: con Segovia, Ávila, Arévalo y Benavente.

Las infraestructuras de transporte regionales tienen, sin duda, un fuerte peso en la
configuración en el futuro del territorio, por lo que una red de enclaves logísticos
cobra especial importancia en lo que se refiere a la dotación y localización de nue-
vas infraestructuras empresariales vinculadas a los recursos tecnológicos e instala-
ciones asociadas a estos centros.

Estas infraestructuras de transporte tienen también un papel fundamental en la
consolidación de la red urbana regional, cobrando especial interés los grandes
corredores regionales.

El primero de estos corredores, la Autovía de Castilla A-62, atraviesa uno de los
ámbitos más dinámicos de la Comunidad, el corredor Valladolid-Palencia-Burgos,
espacio en el que operan gran parte de las mayores firmas industriales de Castilla y
León, así como una densa red de pequeñas y medianas empresas que cuentan con
diversidad de actividades productivas.

La Autovía del Noroeste A-6, constituye el segundo de los grandes ejes de conexión
internacional, proporcionando un enlace viario de gran capacidad entre los núcleos
urbanos del eje atlántico por un lado, y con el área metropolitana de Madrid por otro.
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Junto a estos grandes corredores hay que señalar la N-122/A-11: Autovía del
Duero, que cuenta con un papel estratégico en cuanto que su trazado transversal,
ya que además de mejorar la articulación regional, su trazado es idóneo para per-
mitir la configuración de un corredor estructurante de dirección este-oeste entre
Barcelona y Oporto. El acondicionamiento y potenciación de esta infraestructura,
que en 2011 estaba en fase de construcción, tendrán notable repercusión en la
inserción de las ciudades que atraviesa (Soria, Valladolid, Zamora, Burgo de Osma,
Peñafiel, Tordesillas y Toro) en un potencial eje de desarrollo.

Cuentan también un papel importante otros dos ejes: la Autovía N-601/A-60,
Autovía (Valladolid-León), que se encuentra en fase de ejecución, y la Autovía de
titularidad autonómica A-601 (Valladolid-Segovia), inaugurada en 2008, que cons-
tituye una alternativa para conectar Madrid con el eje Valladolid-León, y Vallado-
lid-Palencia-Santander.

Las grandes infraestructuras de comunicación están afianzando ejes de desarrollo a
lo largo de los cuales emergen sistemas locales de empresas capaces de dinamizar
económicamente su territorio, apoyadas por redes institucionales, lo que viene a
confirmar que estas infraestructuras son uno de los factores más determinantes
para la estructuración del territorio regional.

V. La necesidad de contar con un diagnóstico más
detallado del territorio

La idea de que es necesario dividir el territorio de Castilla y León en unidades más
funcionales es recurrente, pero la práctica nos muestra las dificultades para reali-
zarlo.

Si analizamos todas las propuestas de división funcional que han existido, la primera
idea común es que cualquier actuación con influencia territorial requiere, para ser
eficaz, de una división espacial a medio camino entre el municipio y la provincia
(división subregional).

El segundo rasgo de las propuestas de división funcional es la falta de un modelo
que, aprovechando la legislación estatal y autonómica, dote de cierta estabilidad a
los límites de las divisiones territoriales y a sus núcleos cabeceras de población,
como ya se ha hecho en otras Comunidades Autónomas.

Los proyectos de división subregional pueden clasificarse en dos categorías en fun-
ción de su objetivo:

       •  Los Mapas Sectoriales.

       •  Los Proyectos de Comarcalización Sintéticos.
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Los Mapas Sectoriales están diseñados por un organismo o institución concreta
para la distribución de un determinado servicio o plan, que suele dar nombre a la
propuesta (tabla 8.1 del Documento Técnico que acompaña a este Informe).

Como puede apreciarse, destaca el diferente número de divisiones y la falta de
homogeneidad de distintas áreas en cada una de las divisiones. En todos los casos
son considerables las diferencias entre unas divisiones y otras, tanto en la superficie
como en la población.

Por otra parte existen los Proyectos de Comarcalizaciones Sintéticas, cuya función
es la división del territorio en unidades homogéneas que favorezcan su desarrollo.
Precisamente estos proyectos pretenden solucionar, o al menos paliar, la falta de
homogeneidad y los contrastes de los Mapas Sectoriales.

La idea no es nueva. En los años 60 y 70 se comienzan a plantear demarcaciones
administrativas para España que favorecieran una mejor prestación de los servicios
del Estado y una mayor eficacia de los planes de desarrollo económico y social, pero
ninguno de los proyectos de comarcalización pasaron de ser divisiones territoriales
teóricas.

En Castilla y León se ha venido trabajando en esta línea para definir un modelo
territorial o funcional, pero después de más de 25 años de autonomía no ha con-
seguido ser un objetivo cumplido, ante las dificultades para completar un proceso
que aparece planteado tanto en el Estatuto de Autonomía, como en la Ley
10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de
Castilla y León.

Ciertamente, hasta fechas recientes, la aprobación de Directrices Esenciales de
Ordenación Territorial, parece que ha dejado en un plano secundario la búsqueda
de un modelo territorial para Castilla y León, y que no se han establecido las com-
petencias territoriales que deberían ser asumidas por las áreas funcionales, con-
cepto incluido en dicha Ley. Sumado a ello están las numerosas demarcaciones
administrativas para actividades muy diversas, que no pueden tener como referen-
cia unas directrices subregionales sin aprobar. 

De esta forma, la ordenación se pierde en un proceso inacabado y confuso, que sin
embargo está aportando trabajos que han posibilitado un conocimiento más apro-
ximado de la realidad de la Región, una explicación de la dinámica socioeconómica
municipal y un estudio de las diversas áreas de influencia. Pero sobre todo, ha
fomentado tomar conciencia de la necesidad de la colaboración supramunicipal y
de la coordinación en Mancomunidades.

El análisis de los diferentes modelos territoriales en Castilla y León, tanto los teóricos
como los que están en funcionamiento, muestran la importancia que tienen los cen-
tros cabecera de servicios, tanto para la definición de las agrupaciones de entidades
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locales de carácter funcional como, sobre todo, para la propia dinámica socioeco-
nómica y territorial.

La relevancia de estos centros de servicios se produce en el contexto, que ya hemos
presentado, de un medio rural afectado por una profunda crisis demográfica y una
pérdida de dinamismo económico. Por ello, es importante que aclaremos la figura
de los centros cabecera de servicios ya que están en el núcleo de nuestros análisis
y propuestas. El modelo de poblamiento de Castilla y León y su dinámica funcional
en las zonas rurales, nos muestra que en la práctica existe una red bastante definida
de núcleos o cabeceras que articulan la prestación de bienes o servicios en sus zonas
de influencia, que coinciden generalmente con una mayor actividad económica.

Ahora bien, decidir que un núcleo de población concreto es o no es cabecera de
una zona determinada, así como la definición de su área de influencia, es una deci-
sión que depende de numerosos criterios combinados, ante los cuales cualquier cla-
sificación que lo ubique puede suponer una simplificación.

Sin embargo, la población de un centro cabecera, su dinámica socioeconómica, su
historia, su situación geográfica, sus comunicaciones, y su designación como tal,
son pistas que en conjunto pueden servir para hacernos una idea aproximada de su
funcionalidad.

Esto es, en esencia el primer paso para concretar un modelo territorial más deta-
llado, comenzando por definir el peso demográfico, económico y funcional de los
centros cabecera de servicios.

Los centros cabecera de Castilla y León suelen corresponderse con los municipios
rurales de más de 2.000 habitantes, dadas las características actuales de la pobla-
ción regional, lo que limita su número a 132. Una cifra, que a su vez se ve reducida,
si tenemos en cuenta que una parte muy importante de ellos no pueden ser defini-
dos como cabecera de área rural, en tanto que sus potenciales demográfico, eco-
nómico y funcional están condicionados por su ubicación periurbana y son centros
dependientes de una ciudad.

En cualquier caso, la mayor estabilidad demográfica la presentan los municipios de
más de 5.000 habitantes, pues éstos han logrado mantener su entidad durante los
últimos 50 años, actuando como un importante nexo entre las ciudades y las áreas
rurales, demostrando ser fundamentales en el esquema demográfico y funcional de
la Comunidad.

Aunque la población es un indicador muy importante a la hora de determinar los
posibles centros cabecera de servicios de la región, éstos requieren un nivel econó-
mico medio, que no es fácil de valorar ante la escasez de fuentes de datos munici-
pales viables. No obstante, del análisis estadístico de los datos económicos
disponibles según el Documento Técnico que acompaña a este Informe, lo que nos
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interesa son los resultados generales, pues realizando un cálculo de umbrales míni-
mos y máximos de actividad económica, resulta que todos los centros cabecera de
servicios en el umbral mínimo de actividad tienen más de mil habitantes, mientras
que los núcleos más dinámicos, en el umbral máximo, son siempre municipios de
más de 3.000 habitantes, que como sabemos son pocos en ambos casos.

Los análisis de población y actividad económica en los municipios de la Comunidad
y la combinación de ambas variables, van delimitando una red de núcleos en los
que se articula una parte sustancial de la dinámica funcional de Castilla y León. Sin
embargo, estos indicadores no son suficientes para definir con precisión los muni-
cipios cabecera de servicios.

Primero, porque núcleos periurbanos, con una tendencia demográfica y económica
muy positivas, no pueden ser considerados cabeceras, pues no ejercen ningún
papel funcional en su zona. Segundo, porque en áreas con densidades demográfi-
cas bajas, algunos núcleos, que no alcanzan un nivel de población elevado en una
dinámica económica positiva, funcionan como verdaderos centros cabecera de ser-
vicios para su territorio.

Por lo tanto, hay que considerar una tercera variable importante para determinar
los centros de servicios, a partir de la localización de alguno de los servicios básicos,
(centros de educación primaria o secundaria, zonas de acción social, zonas básicas
de salud, etc.) y la definición de cabeceras en distintos proyectos de demarcación y
clasificación del territorio en Castilla y León que analizan hasta 16 demarcaciones
(comarcas del Ministerio de la Gobernación, cabeceras de comarca, espacios
comarcales de actuación, etc.) (tabla 8.3 del Documento Técnico que acompaña a
este Informe).

El detallado estudio de estas 16 demarcaciones, nos da un amplio abanico que
cubre tanto la localización de servicios públicos como la consideración política de
muchos centros cabecera. No obstante, la conclusión a la que se llega es que existe
una considerable concentración de servicios en un número muy reducido de muni-
cipios (tabla 8.4 del Documento Técnico que acompaña a este Informe).

Un primer resultado interesante nos muestra que los núcleos que aparecen como
centros en cinco o más demarcaciones se localizan de una forma más uniforme que
los definidos únicamente en virtud de sus actividades económicas y población,
puesto que desaparecen del mapa prácticamente todos los municipios periurbanos,
y además en las áreas despobladas encontramos núcleos que concentran servicios
o que han sido propuestos como cabecera.

En resumen, se concluye que la definición de un núcleo como centro cabecera no
puede establecerse a partir de un único criterio, sino mediante la combinación de
diferentes indicadores demográficos, económicos y funcionales.
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Como resultado del análisis de los centros cabecera de servicios, se demuestra asi-
mismo el significativo peso que tienen en la ordenación territorial de la Región, una
importancia que no se ha visto correspondida con un diseño del modelo de territo-
rio que sirve de referencia para la prestación de servicios. Este análisis también
muestra que en un entorno de retroceso económico y demográfico como el que
viven muchos núcleos rurales, el papel de los centros cabecera evoluciona de la
mera prestación de bienes y servicios, a su consolidación como únicos núcleos con
capacidad para mantener un volumen mínimo de población y unos niveles de cali-
dad de vida semejantes a las áreas urbanas.

Del estudio de los centros cabecera de servicios, se deducen dos cuestiones clara-
mente interrelacionadas: 

     1ª  Es complejo definir en Castilla y León un modelo territorial único e indiscuti-
ble, puesto que existen muchas opciones para definir qué es un centro cabe-
cera, y porque cualquier pequeña modificación en los umbrales económicos,
demográficos y funcionales, da lugar a clasificaciones muy diferenciadas.

     2ª  Es indudable el peso de los municipios intermedios del medio rural en la ver-
tebración del territorio, es decir, de aquéllos que en los Informes Anuales del
CES consideramos que están entre los 2.000 y los 10.000 habitantes aproxi-
madamente, un número muy reducido como ya se ha visto y que, como
analizaremos más adelante, concentran un volumen creciente de la pobla-
ción y de actividades localizadas en las áreas rurales.

Partiendo de estas características el Documento Técnico adjunto plantea una clasi-
ficación para la definición de los centros cabecera de servicios, centrándonos en los
municipios del medio rural con una población de menos de 10.000 habitantes,
teniendo en cuenta que el umbral estadístico asimilado para considerar a un muni-
cipio como rural se sitúa por debajo de los 10.000 habitantes.

En este modelo se distinguen tres tipos de centros cabecera, en función de su
dimensión y de su papel funcional en el territorio (ver su distribución en la figura
8.1 del Documento Técnico que acompaña a este Informe), que son:

       •  Los Centros Cabecera de Primer Orden. Se corresponden con los municipios
entre 5.000 y 10.000 habitantes, que están fuera de las áreas de influencia
de las áreas urbanas de Castilla y León. El número de localidades que cum-
plen estas características es de 22 municipios, con una distribución no homo-
génea en el territorio, que puede apreciarse por una concentración en la
zona central de la Región y por evidentes espacios vacíos, como por ejemplo
el oeste zamorano y salmantino, el sector noroeste de la región, o el espacio
de páramos al sur de la Cordillera Cantábrica.
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          La importancia de estos centros de primer orden radica en su dinámica
socioeconómica positiva. Su población aumenta en un 10% de media entre
2001 y 2009 y se concentra en ellos cada vez más la actividad de los espa-
cios rurales, diversificándose por ejemplo los modelos de comercio minorista
moderno.

          Estos municipios alcanzan además el primer rango de nuestra clasificación
porque son centros de prestación de servicios públicos tales como la sanidad,
la educación y los servicios sociales.

          Por provincias son los siguientes: Arévalo, Arenas de San Pedro, Las Navas
del Marqués y Candeleda (Avila); Bribiesca y Medina de Pomar (Burgos);
Fabero (León); Guardo, Aguilar de Campoó y Venta de Baños (Palencia);
Peñaranda de Bracamonte y Guijuelo (Salamanca); Cuéllar, El Espinar y San
Ildefonso (Segovia); Almazan y Burgo de Osma (Soria); Tordesillas, Íscar,
Peñafiel y Medina de Rioseco (Valladolid); y Toro (Zamora), centros de pri-
mer orden que en conjunto agrupan 150.350 habitantes (con datos del
Padrón Municipal de 2008).

       •  Los Centros Cabecera de Segundo Orden. Son municipios de entre 2.000 y
5.000 habitantes, situados fuera del ámbito urbano y que son nodos esen-
ciales en la dinámica territorial del medio rural. En conjunto son 58 centros
rurales repartidos en las 9 provincias, con una localización no uniforme y que
según el Padrón Municipal reunían en 2009 casi 170.000 habitantes.

          Este tipo de núcleos se concentran en zonas tales como en el páramo leonés,
las campiñas meridionales de Castilla y León, o el borde meridional de la cor-
dillera central, con vacíos en la provincia de Zamora, en el centro de Burgos,
en el norte y centro de Ávila o en sector septentrional de Soria.

          Estos centros tienen una tendencia al crecimiento menor que los anteriores,
que se aproxima al 2% entre el 2001 y 2009, pero a diferencia de lo que
sucede en los de primer orden, en éstos existen grandes diferencias en sus
dinámicas demográficas, motivadas por una variable territorial que no tiene
nada que ver con los componentes económicos ni funcionales.

          En estos centros secundarios se concentra una parte esencial de la estructura
comercial de las áreas rurales, que se completa con un mayor peso de las
actividades terciarias, a lo que se suma la presencia siempre de centros edu-
cativos; lo que nos muestra la importancia fundamental de estos núcleos en
la vertebración del espacio rural.

       •  Los Centros Cabecera de Tercer Orden. Poseen una población inferior a los
2.000 habitantes, e incluso algunos se encuentran por debajo de 1.000.
Cuentan con algunas características (como la existencia de establecimientos,
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un porcentaje de activos en el sector servicios superior al 40%, etc.) que
muestran una concentración de funciones propias de dichos centros. En total
se han distinguido 22 municipios que cumplen los requisitos para pertenecer
a este grupo.

          Se trata de pequeños municipios que permiten equilibrar la falta de servicios
de los niveles anteriores en algunas áreas rurales de Castilla y León, como el
noroeste y sur zamorano, el suroeste soriano, etc.

          En cualquier caso su valor es su funcionalidad en el territorio, por lo que las
variables demográficas y económicas son menos importantes. De hecho
estos municipios han perdido alrededor de un 2% de su población entre
2001 y 2009.

Una vez definida esta clasificación, podemos llevar a cabo un análisis de los centros
rurales de Castilla y León, a partir de los 102 municipios mencionados, que repre-
sentan el 4,5% de los municipios Regionales. Sin embargo, existen entre ellos nota-
bles diferencias que no vienen dadas por pertenecer al primero, segundo o tercer
orden, sino en relación a su localización geográfica, para lo que podemos dividir la
Comunidad Autónoma en cinco grandes áreas.

En primer lugar, los centros cabecera situados al Norte de la Comunidad, en el
entorno de la Cordillera Cantábrica, donde se agrupan 41 centros rurales de las pro-
vincias de León, Palencia y Burgos: 6 son de primer orden, 31 de segundo orden
(de los que 19 pertenecen a León).

En segundo lugar están los centros cabecera situados al Este de la Comunidad, coin-
cidentes básicamente con la demarcación territorial de la provincia de Soria, e
incluye 9 centros: dos son de primer orden (Almazán y el Burgo de Osma), cuatro
son de segundo orden y tres de tercer orden.

El tercer grupo de análisis lo constituyen los centros cabecera enclavados en el
borde montañoso meridional de Castilla y León (comprendidos en las sierras meri-
dionales de Ávila y Segovia). Se trata de un territorio influido por su proximidad a
Madrid. En este territorio se encuentran 20 municipios de los cuales cinco pertene-
cen al primer orden, once al segundo orden y cuatro son de tercer orden. 

En su conjunto presentan un crecimiento demográfico positivo y más dinámico que
la media rural regional presentando una sociedad menos envejecida.

En cuarto lugar los centros rurales situados en el borde occidental de Castilla y León,
desde las penillanuras hasta el área de Sanabria. Este grupo es el más reducido en
términos de centros rurales, pues únicamente tiene 7 municipios que cumplen los
criterios socioeconómicos empleados. Se caracteriza por una pérdida demográfica
constante y un importante envejecimiento de su población.
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Por último, en quinto lugar, los centros rurales de las campiñas centrales de Castilla
y León, que abarcan desde el norte de la provincia de Valladolid hasta las campiñas
meridionales del sur del Duero y los páramos calcáreos del sur. Se caracterizan por
una marcada diferenciación comarcal, tanto desde un punto de vista histórico como
funcional. Se contabilizan 25 municipios que cuentan con una tendencia demográ-
fica positiva. De estos municipios, nueve son considerados de primer orden, diez de
segundo orden y seis de tercer orden.

De este análisis se desprende que, más allá del tamaño de los municipios, cobra
especial importancia su dinámica económica y funcional, ya que los centros comar-
cales más dinámicos no son siempre los de mayor dimensión geográfica (más de
5.000 habitantes), sino aquellos que tienen una especialización industrial competi-
tiva, una localización estratégica, y buena accesibilidad o una situación cercana a
los ejes viarios principales.

Asimismo, el estudio realizado en el Documento Técnico que acompaña a este
Informe demuestra que existen importantes desequilibrios territoriales ente estos
centros cabecera de servicios. Estas diferencias se manifiestan en la existencia de
amplios espacios rurales vacíos de núcleos intermedios en los que resulta difícil ver-
tebrar estas grandes áreas y, por el contrario, la concentración muy marcada de
núcleos intermedios en otros espacios, con competencia entre sí.

Esta clasificación territorial de los centros cabeceras de servicios, se podría hacer
siguiendo otros criterios económicos y funcionales para su división como los que
hemos analizado en este Informe.

VI. Cómo plantear una gestión eficaz y equitativa
del territorio

En primer lugar, comprendiendo y asumiendo la situación actual de nuestra pobla-
ción. Ya sabemos qué ocurre con la población en Castilla y León, afectada por el
recorte drástico del número de inmigrantes que llegaron en la primera década del
siglo XXI, y que solo frenaron temporalmente una tendencia implantada hace medio
siglo de reducción de la población.

En segundo lugar, aportando a los municipios las fórmulas de integración munici-
pal que pueden servir de base a la construcción de un entramado de relaciones
espaciales para potenciar la red de asentamientos y solucionar definitivamente la
incertidumbre creada por la falta de un claro modelo territorial.

Al final de la primera década del siglo XXI está el origen de una nueva evolución
demográfica en España y en Castilla y León, cuyas características finales y duración
son difíciles de establecer.
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En concreto esta evolución en Castilla y León da como resultado una de las tasas
migratorias más bajas de España, a la cual se une el signo negativo de los despla-
zamientos internos, por lo que las ganancias migratorias fueron del 1 por mil en
2010, frente al 22 por mil que habían sido en 2007 (gráfico 9.1 del Documento
Técnico que acompaña a este Informe).

Esta inversión de corrientes migratorias ha provocado que las estimaciones y pro-
yecciones sobre la población de Castilla y León, hayan tenido que ser revisadas.

De esta forma, el INE ha cambiado sustancialmente sus proyecciones y, frente a un
saldo migratorio relativamente optimista ofrecido a finales de 2010 para el periodo
2010-2019, un año después, en un nuevo cálculo, no solo rebaja sino que de pre-
suponer un aporte de 46.073 personas en Castilla y León, indica ahora la pérdida
de 403 habitantes en la década 2011-2020.

Al componente migratorio, sujeto a mayores variaciones, se añade la dinámica
natural de la población, que en Castilla y León seguirá ofreciendo, previsiblemente,
un saldo natural negativo a largo plazo.

Las proyecciones del INE (2020), en su conjunto, no son optimistas ni para España
ni para Castilla y León, ni desde el punto de vista de la dinámica natural, ni tampoco
desde los flujos migratorios. En los próximos diez años el país perdería el 1,2% de
sus habitantes y la Comunidad el 4,1%, con descensos en ambos ámbitos territo-
riales del crecimiento vegetativo, motivado por la disminución de la natalidad y el
aumento de la mortalidad, como consecuencia del envejecimiento, y la débil recu-
peración de los flujos migratorios en la segunda mitad de la década no podría con-
trarrestar en ningún caso la diferencia entre defunciones y nacimientos.

La pirámide de población resultante de las proyecciones del INE muestra una
estructura por sexo y edad propias de una población en extremo envejecida, con el
desplazamiento hacia la cúspide de los grupos de más edad y cada año más nume-
rosos, aumentando con rapidez tanto los activos de más edad (de 40 a 64 años), y
los mayores (más de 65), y con una base que, tras una prolongada estabilización,
volvería a reducirse a partir de 2015. La edad media alcanzaría los 47,4 años, el
índice de envejecimiento sería de 2 mayores por cada joven, y el 35% de los
ancianos tendría más de 80 años.

En cuanto a la población potencialmente activa, disminuiría del 64,7% al 61,8%,
pasando a ser más numeroso el grupo 40-64 que el de 16-39 años. Por cada 10
personas próximas a la jubilación solamente habría 6 nuevos activos para sustituir-
los y, a diferencia de lo acontecido en la primera década del siglo XXI, el aporte de
la inmigración extranjera no sería suficiente para cubrir el déficit (figura 9.3 del
Documento Técnico que acompaña a este Informe).

Ahora bien, como cualquier proyección demográfica a corto plazo, la validez de la
recientemente realizada por el INE depende más de los flujos migratorios que de
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la dinámica natural y, aunque algo mayor influencia tiene la fecundidad, nada
indica un incremento de la misma en tan corto periodo de tiempo. 

Pero las proyecciones pueden no ser acertadas, e incluso pueden ser refutadas por
los acontecimientos, no obstante deben considerarse útiles para diseñar políticas
demográficas. En este sentido, desde el CES consideramos interesante complemen-
tar las proyecciones del INE con la hipótesis de una recuperación de la fecundidad
(índice de fecundidad de 1,26 a 1,79), o para saber qué pasaría si esta se mantuviera
en los valores actuales, en función de la presencia o no de flujos migratorios como
los actuales (saldos migratorios nulos a 5‰) (tabla 9.9 del Documento Técnico que
acompaña a este Informe).

Podemos observar que en todos los escenarios posibles habría pérdida de población
hasta 2022, por ello en el Documento Técnico anexo se alarga la proyección una
década más, permitiendo introducir los efectos de una etapa expansiva sobre los
comportamientos demográficos a más largo plazo. 

Por otra parte, el Avance del Padrón de 2011 y la Estadística de Variaciones Resi-
denciales, indican la tendencia a una reducción del número de habitantes extranje-
ros en España, por lo que su saldo no podrá contrarrestar la dinámica natural en los
próximos años; en consecuencia, el cambio demográfico no se dará al menos hasta
el 2015, y posiblemente será lento.

En el mejor de los casos, es previsible que el retorno de la inmigración tenga lugar
en el período 2016-2020, y la aceleración del crecimiento continuaría posterior-
mente pero a un ritmo inferior al conocido durante la primera década del siglo. Estos
son los parámetros y el escenario más optimistas (el denominado “C” en el Docu-
mento Técnico que acompaña a este Informe) y, si se cumplen las proyecciones del
INE, tendremos que aceptar el escenario “A” (figura 9.14 del Documento Técnico).

Del análisis realizado puede comprobarse que la sensibilidad de los cambios migra-
torios es elevada en Castilla y León, por lo que será su futuro comportamiento lo
que determine una u otra evolución. Sin la inmigración y sin una adecuada poten-
ciación de la fecundidad, el escenario más negativo es el denominado “D” y se
acerca a la prolongación definida como “A” del INE para 2030. Los escenarios más
optimistas requieren, además de un crecimiento de la fecundidad parecido en los
escenarios “B” y “C” del Documento Técnico, un aporte de la inmigración, que
sumaría junto al incremento del saldo migratorio el aumento de las cifras de nata-
lidad, tal como sucedió a mediados de la primera década del siglo XXI, gracias a la
llegada de jóvenes inmigrantes.

No obstante, en todos los escenarios posibles, al menos a corto plazo, y de cum-
plirse los supuestos del INE, el descenso del número de habitantes parece irreme-
diable.
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La segunda cuestión que debemos afrontar seriamente es el encontrar la solución
a una estructura territorial que evidencia las dificultades para la prestación de ser-
vicios en buena parte de los municipios.

Por lo que podemos deducir hasta ahora, la estructura territorial castellana y leonesa
se explica por tres características que la definen:

     1ª  La consolidación de las áreas urbanas como pilares en la vertebración 
funcional del territorio, con una excesiva polarización del poblamiento urbano
(de los 2.559.520 habitantes totales, 1.653.209 viven en las ciudades).

     2ª  El estancamiento y la atonía generalizada de los tradicionales centros cabe-
ceras de servicio. Estos centros forman una red de centros desigual en el
territorio y deberían tenerse en cuenta en la ordenación territorial y en la
articulación entre los mundos urbano y rural.

     3ª  El definitivo e irreversible agotamiento, en base a sus índices de envejeci-
miento y masculinización, de la mayor parte de los pequeños términos en
función de los cuales se ha organizado tradicionalmente el espacio rural.

Estas características determinan un mapa de los municipios atomizado, excesiva-
mente fragmentado, disfuncional. Por ello, la evolución en el número de términos
municipales ha ido reduciéndolos paulatinamente (555 desaparecidos en la Comu-
nidad entre 1950 y 2010), como otro de los síntomas más del agotamiento rural.

Castilla y León tiene el porcentaje mayor de municipios más pequeños y menos
poblados de todas las Comunidades Autónomas, lo que constituye un serio pro-
blema para la dotación de servicios y equipamientos para la atención a la ciudada-
nía independientemente de su lugar de residencia.

Hasta ahora los municipios, con sus limitados recursos, se han organizado, a inicia-
tiva propia o a instancias de las Administraciones Públicas, para satisfacer a la
población en sus demandas de servicios y equipamientos, ante la falta de una clara
y definida ordenación territorial general que les permitiera planificarlos y realizarlos.

Y aunque la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León, defi-
nía figuras de escala supramunicipal –tales como las mancomunidades– y que jus-
tificaba su uso para estas situaciones de atomización municipal, no se han resuelto
definitivamente los problemas con la norma.

Incluso en años posteriores la confusión se ha acentuado, pues, independiente-
mente de las denominaciones utilizadas, como las de áreas funcionales propuestas
en el documento de trabajo de las Directrices de Ordenación del Territorio del año
2000, y prácticamente olvidadas en la Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación
de las Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio de Castilla y León, tam-
poco han sido muy útiles.
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Donde la norma no se ha desarrollado lo ha hecho la iniciativa de los Municipios,
las Diputaciones o la Junta de Castilla y León, apostando de forma mayoritaria por
las mancomunidades de municipios, sin alterar el mapa del poder municipal.

El resultado es que casi el 90% del territorio esta mancomunado; es decir, 2.018
municipios se integra en alguna o en varias –con una media de 8 municipios por
cada una– de las 238 mancomunidades de municipios existentes a finales de 2010. 

De estas 238 mancomunidades, solamente 14 integran municipios urbanos, y a 64
de ellas pertenecen centros cabecera de servicios de entre 2.000 y 10.000 habitan-
tes. Las restantes son el resultado de acuerdos entre municipios con menos de
2.000 habitantes. Cabe destacar que en Soria el número de municipios mancomu-
nados no llega al 50%.

De cualquier forma, el recurso a la mancomunidad es común entre todos los tama-
ños municipales, pues el 90% de los centros de servicios de tamaño medio, entre
2.000 y 5.000 habitantes, e incluso el 74% de los de entre 5.000 y 10.000 habi-
tantes, están mancomunados.

En definitiva, la figura de la mancomunidad aparece como recurso valido con inde-
pendencia del tamaño municipal o de su pertenencia a un ámbito espacial determi-
nado.

Los servicios que prestan las mancomunidades son de naturaleza diversa, pero no
deberían añadir ni exceder las competencias de los municipios, aunque en la práctica
se observe en ocasiones que ambas exceden sus niveles competenciales (servicios
sociales, sanidad, etc.). 

Precisamente para superar esta limitación en sus competencias parece haberse
planteado por el Ejecutivo Regional la propuesta que incluye la figura de las Man-
comunidades de Interés Comunitario, que en realidad no fusiona o suprime las
entidades municipales, pero que busca y pretende el buen gobierno y la más eficaz
y sostenible ordenación del territorio.

La cifra y complejidad de las mancomunidades es en ocasiones claramente disfun-
cional y hace necesaria su reorganización.

De aquí la importancia de las figuras propuestas por el Gobierno regional para ini-
ciar los trabajos sobre un nuevo modelo de Ordenación y Gobierno del Territorio,
tales como los Distritos de Interés Comunitario, concebidos como las unidades
básicas, juntamente con las llamadas Áreas Funcionales, en una apuesta que
supone el mantenimiento de los municipios potenciando una mayor coordinación y
cooperación económica y funcional entre ellos, a la vez que emplazando a las Dipu-
taciones Provinciales a redefinir y modernizar de una vez sus competencias y servi-
cios con la máxima eficacia.
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En el proyecto difundido no se trataría, por tanto, de crear nuevas estructuras admi-
nistrativas que sustituyan a la ordenación territorial (una vez más), sino de la puesta
en marcha y presentación de la ordenación territorial misma. Por lo tanto, es una
propuesta que puede ser tomada en cuenta y que merece ser defendida, mejorada
o criticada con las ideas, conocimientos y experiencias de todos los que puedan
aportar algo.

La propuesta presentada por el Ejecutivo Regional alude a los Distritos de Interés
Comunitario, a los que se refiere como “las nuevas unidades básicas de ordena-
ción” y que son definidos como la “constitución ordenada de asociaciones volun-
tarias de municipios”, sirviéndose para ello de la experiencia acumulada de las
Mancomunidades, de sus aciertos, errores y limitaciones; lo que supondrá que los
nuevos Distritos optimizan los recursos de los Municipios, y también de las antiguas
Mancomunidades, con la finalidad clara de mejorar la prestación de servicios a los
ciudadanos.

Ello conllevará la consecuente reorganización del mapa de las Mancomunidades
existentes, haciendo de éstas ámbitos de continuidad espacial, con una carta de
competencias y servicios determinados y uniformes, y garantizando que cada muni-
cipio pertenezca solo a un único Distrito.

Con tales definiciones se afirma en la propuesta que “los nuevos Distritos se con-
ciben como unidades territoriales básicas y de referencia estable”, tanto para la
prestación eficiente de los servicios locales, como por presentarse como los “instru-
mentos que concreten la Ordenación Territorial en la Comunidad”.

La propuesta continúa definiendo dos tipos de Distritos: los Rurales y los Urbanos,
presentando estos últimos simplemente como los municipios de más de 20.000
habitantes, los únicos que pueden ser, según la propuesta, y en sentido estricto,
ciudades. 

En cuanto a los Distritos Rurales se propone, de forma indicativa, su delimitación a
partir de las actuales Zonas Básicas de Salud, y que si analizamos a la luz del Docu-
mento Técnico que acompaña a este Informa se observa que de las 284 demarca-
ciones de las Zonas Básicas de Salud, tienen carácter rural 157.

En el caso de los Distritos Rurales, en opinión del CES, no se percibe en su defini-
ción y características que se tenga en cuenta la diversidad y complejidad del mundo
rural en Castilla y León, al que es complicado catalogar, como hemos podido com-
probar en este Informe y en su Documento Técnico anexo.

La segunda de las propuestas del proyecto presentado a debate por el Ejecutivo
Regional se refiere al diseño de las Áreas Funcionales, que no hay que identificarlas
con las que aparecen enunciadas en las Directrices Esenciales de Ordenación del
Territorio y que podrán ser de dos tipos: Estables y Estratégicas.
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Las Estables se refieren únicamente a las aglomeraciones urbanas, es decir, al con-
junto de los Distritos de Interés Comunitario formados por las principales ciudades
y sus “alfoces”, con la única finalidad de planificar los servicios característicos de las
áreas urbanas (transporte, agua, etc.). 

En este sentido consideramos, a juicio del CES, que sería conviene precisar cómo
pueden encajar estas Áreas Funcionales Estables en el marco de otros instrumentos
de planificación territorial, como es el caso de las ya aprobadas Directrices de Orde-
nación Territorial de Ámbito Subregional para Valladolid o Segovia.

Por otra parte, la propuesta de Áreas Estratégicas parece estar concebida para
alcanzar el equilibrio territorial de los espacios más vulnerables, y se podrían cons-
tituir mediante agrupación de los Distritos Rurales correspondientes, teniendo
carácter temporal.

Esta propuesta del Gobierno Regional parece estar dirigida a los Distritos Rurales
aquejados de una problemática singular y limitada en el tiempo (demográfica, eco-
nómica, social, etc.). Algo así ha intentado estudiar y concretar el Documento Técnico
que acompaña a este Informe.

VII. Conclusiones y recomendaciones
       •  El CES siempre ha planteado que uno de los problemas estructurales de

nuestra Comunidad Autónoma es la despoblación fruto de su evolución
demográfica y su distribución territorial. El Consejo comparte el punto de
vista científico respecto al concepto de población, que podemos definir
como el conjunto de individuos, constituido de forma estable, ligado por vín-
culos de reproducción e identificado por características territoriales, políticas,
jurídicas, étnicas o religiosas. Una población ha de tener por tanto continui-
dad en el tiempo, siendo el resultado de una evolución histórica asegurada
por la sucesión de generaciones, pero también caracterizarse –salvo en casos
excepcionales– por su pertenencia a un determinado territorio. 

          Su historia y su futuro estarán condicionados por su capacidad de reproduc-
ción y crecimiento, derivados a su vez de los saldos naturales y migratorios,
que configuran una estructura por sexo y edad de la cual dependerán otros
muchos factores como la formación de parejas, la disponibilidad de mano de
obra, las necesidades educativas, sanitarias y sociales, etc. Desde esta pers-
pectiva la población de Castilla y León se encuentra perfectamente definida,
en cuanto que posee una clara vinculación geográfica con un territorio bien
delimitado desde el punto de vista jurídico y administrativo, compartiendo
además una historia común que ha marcado un devenir propio.

64 POBLACIÓN Y POBLAMIENTO EN CASTILLA Y LEÓN



       •  Es evidente para esta Institución que la población se distribuye en un terri-
torio según estructuras diferenciadas, de forma concentrada o dispersa, y en
virtud de factores naturales, históricos, políticos, económicos, etc. Configu-
rando así un modelo de poblamiento particular. El poblamiento es por tanto
la forma que adopta la distribución espacial de la población, el conjunto de
asentamientos derivados de la ocupación humana de un territorio, y su aná-
lisis busca explicar el por qué de la evolución y de la situación presente, tanto
en el medio rural como urbano. Entre sus características se incluyen aspectos
demográficos (densidad de población), sociales (homogeneidad o diversi-
dad, cohesión), morfológicos (formas de ocupación, tipología urbana y rural)
y económicos (actividades predominantes). 

       •  La despoblación es un problema de naturaleza económica y social de Casti-
lla y León, que afecta a otros territorios de la Unión Europea y a la práctica
totalidad del territorio con un saldo migratorio interregional, de carácter
estructural, negativo y un saldo total positivo, ambos disminuyendo en los
últimos años, pero que a su vez, presenta mayores índices preocupantes en
algunos territorios de nuestra Comunidad. Sin olvidar las diferencias en la
evolución demográfica entre el medio rural y el medio urbano que provoca
una importante divergencia económica y social.

       •  Para este Consejo, Castilla y León, necesita modificar su tendencia demográ-
fica. Hay que aumentar nuestra población, recuperar a miles de castellanos
y leoneses, especialmente a los más jóvenes que tuvieron que marcharse y
mantener a los jóvenes autóctonos y de fuera que están en Castilla y León,
lo que ayudaría a mejorar al crecimiento vegetativo de nuestra Comunidad.

       •  Castilla y León es una Comunidad Autónoma con un conjunto de rasgos
determinantes e imprescindibles a tener en cuenta en la política territorial.
Así, su gran dimensión, su baja densidad de población y su escaso dina-
mismo demográfico, entre otras características, hacen necesaria, a juicio del
CES, la adopción de medidas y propuestas de actuación sobre nuestro terri-
torio, de forma que su ordenación y gestión han de tener presentes todos
estos factores.

       •  El modelo de poblamiento actual es fruto de un crecimiento polarizado, con
fuertes contrastes entre el medio rural y urbano, con notables desequilibrios
en las cifras de densidad de población entre ambos medios, con una desace-
leración del crecimiento natural y con saldos migratorios externos e internos
con repercusiones espaciales desiguales. Todo ello se ve reflejado en una
pirámide de edad caracterizada por un proceso de envejecimiento, tanto en
la cúspide (mayor esperanza de vida), como en la base (caída de la natali-
dad).
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       •  Nuestra Comunidad Autónoma no es el único territorio de Europa caracteri-
zado por el envejecimiento de su población, alta esperanza de vida, etc.
enfrentándose a retos comunes con otras regiones de nuestro entorno. Por
ello, el CES considera necesario que las políticas de desarrollo territorial
deben dirigir sus esfuerzos a garantizar un desarrollo equilibrado y sostenible
de todo el territorio, de acuerdo con los objetivos fundamentales de la polí-
tica comunitaria, es decir, la cohesión económica y social, una competitividad
económica basada en el conocimiento y conforme a los principios de
desarrollo sostenible, y la conservación de la diversidad de los recursos natu-
rales y culturales.

       •  Una vez analizada la evolución demográfica, desde principios del siglo XX

hasta la actualidad, en el conjunto del territorio nacional, y con especial
detenimiento en lo acontecido para el caso de Castilla y León, se puede con-
cluir que existe un modelo demográfico con un comportamiento migratorio
dual: emisor de población en determinados territorios (interior) y captador
de población en otros (zonas costeras y grandes ciudades del interior).

          Este comportamiento dispar, emisor versus receptor de población, ha origi-
nado que, fundamentalmente a partir de la segunda mitad del siglo pasado,
el movimiento natural de la población acrecentase esas desigualdades, ya que
los territorios emisores acogen a la población cuya capacidad reproductiva ha
decaído, mientras que, por el contrario, los territorios captadores atraen a la
población más joven y, por tanto, con mayor capacidad reproductiva.

          Se produce, pues, una dicotomía entre la periferia nacional y el centro, con
algunas excepciones. Así, en las regiones de la periferia la densidad de pobla-
ción aumenta, la edad media es baja y sostenible, el crecimiento vegetativo
es positivo, etc. Por el contrario, en la España interior la densidad de pobla-
ción desciende, la edad media aumenta, el crecimiento vegetativo es nega-
tivo, etc. Estas diferencias, junto al proceso de industrialización y al éxodo
rural por la mecanización del campo experimentado en la mitad del siglo XX,
acentuaron el proceso de migración, con lo que los fenómenos de distancia-
miento poblacional entre la periferia y el centro aumentaron.

       •  Desde el punto de vista provincial estas mismas circunstancias se producen
en el conjunto de España entre las capitales de provincia, su entorno metro-
politano y algunos municipios importantes de la provincia, frente al resto del
territorio provincial, en este caso la capital de provincia sería la periferia y el
resto el centro.

          Los territorios que en el centro de España no han seguido el patrón arriba
citado, y por eso se convierten en excepciones, son Madrid, Zaragoza, Valla-
dolid, y el eje Palencia-Burgos; aunque en el caso de las ciudades de la
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Comunidad Autónoma el desarrollo no se produjo hasta los años setenta del
siglo pasado.

       •  En los últimos años el deterioro demográfico se ha conseguido detener con
el aumento de las migración procedente del extranjero, que aunque se ha
distribuido, mayoritariamente de la misma forma que las migraciones inte-
riores de los años sesenta del pasado siglo, también han tenido su influencia
positiva, aunque en menor medida, en la España interior, pero desgraciada-
mente esta mejora poblacional se ha visto frustrada con la crisis económica
iniciada en 2007/2008.

       •  Castilla y León sigue el modelo demográfico descrito en los párrafos anterio-
res para la España interior, con la salvedad de lo señalado para la ciudad de
Valladolid y para el eje Palencia-Burgos. Así, en la primera mitad del siglo XX,
merced al descenso de la mortalidad y al sostenimiento de una alta natali-
dad, nuestra Comunidad consiguió aumentar su población. En este periodo
el crecimiento vegetativo de Castilla y León fue incluso mayor que la media
nacional, pero debido a la importante emigración, el índice de crecimiento
acumulado resultó inferior al promedio español.

          La elevada emigración sufrida por nuestra Comunidad fue también el factor
distintivo de la evolución demográfica hasta la década de los 70, con una
intensa pérdida de adultos jóvenes hacia otros territorios nacionales y euro-
peos. A lo que se suma, tal como indicamos anteriormente, un importante
éxodo poblacional del mundo rural hacia las ciudades, generando un despo-
blamiento del campo castellano y leones y, simultáneamente, un modelo de
poblamiento desequilibrado.

          En las últimas décadas del pasado siglo Castilla y León presenta saldos vege-
tativo y migratorio negativos. Así, prácticamente desaparece la emigración
exterior pero se mantiene la interior, continuando la pérdida de población del
mundo rural. Por su parte, el crecimiento natural, como consecuencia de una
población envejecida, envejecimiento extremo en el caso del ámbito rural,
registra en este periodo un valor nulo.

          En la primera década del siglo XXI se produce una mejora en la dinámica
poblacional de nuestra Comunidad, consecuencia del proceso del inmigra-
ción que llevó aparejada la llegada de adultos jóvenes, acompañados en
muchos casos de hijos menores, y en edad de procrear. Esta mejoría no fue
exclusiva del ámbito urbano, también tuvo su plasmación, aunque en menor
medida en el medio rural. Esta bonanza demográfica se ha visto también
afectada negativamente por la crisis económica.

       •  Por todo lo indicado anteriormente respecto a la evolución demográfica de
Castilla y León, este Consejo recomienda que todas las Administraciones
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Públicas se fijen como objetivo prioritario de sus actuaciones la lucha contra
la despoblación, para que desde el consenso de toda la sociedad se articulen
medidas de carácter institucional, económico, industrial y social necesarias
para fijar, incrementar y atraer población.

       •  Es fundamental, por lo tanto, tener muy presente la dimensión que la des-
población adquiere en el Estatuto de Autonomía de Castilla y León. En dicho
proceso de reforma se incorporó la expresión “despoblación” para poner el
acento en uno de los principales problemas que precisa de una respuesta
específica. Así se recoge expresamente en el artículo correspondiente a los
“Principios Rectores de las Políticas Públicas”, donde se determina el sen-
tido que las Administraciones Públicas deben orientar sus actuaciones para
corregir este déficit de población. El apartado 8, recoge uno de los principios
más importante de nuestra norma básica: “El derecho efectivo de los ciuda-
danos de Castilla y León a vivir y a trabajar en su propia tierra...”, haciendo
un llamamiento expreso a las Administraciones Públicas para hacer todo lo
posible para el cumplimiento de este principio.

       •  En el apartado siguiente, el número 9, se señala el sentido de las políticas
públicas “La lucha contra la despoblación, articulando las medidas de carác-
ter institucional, económico, industrial y social que sean necesarias para fijar,
integrar, incrementar y atraer población”. El desarrollo del medio rural tam-
bién tiene una mención expresa, en el apartado 10 “La modernización y el
desarrollo integral de las zonas rurales de Castilla y León, dotándolas de
infraestructuras y servicios públicos suficientes”, donde es evidente adoptar
este tipo de medidas por su vinculación con la fijación de la población. 

       •  Las señales que emite el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, reciente-
mente reformado, son inconfundibles en cuanto a los objetivos a alcanzar en
materia de despoblación. 

       •  Entre los principios rectores definidos en este marco de referencia se encuen-
tran la lucha contra la despoblación y el derecho de los ciudadanos a vivir y
trabajar en su propia tierra. A juicio del CES, estos principios deberían ser
desarrollados conforme establece el Estatuto de Autonomía, inspirando la
legislación positiva y las actuaciones de los poderes públicos y de los tribu-
nales de justicia. 

       •  A juicio de esta Institución, las políticas ejercidas por las Administraciones
Públicas contra la despoblación no pueden limitarse a unas iniciativas aisla-
das e inconexas, sino que han de concretarse en políticas transversales,
incorporando medidas y recursos concretos y específicos, capaces de inspirar
credibilidad y confianza a toda la sociedad.
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       •  El CES entiende que toda la sociedad debe implicarse y comprometerse, de
forma activa, en el empeño que debe mantenerse en la Comunidad Autó-
noma para frenar la despoblación y los desequilibrios poblacionales entre los
distintos territorios. En este sentido, el estudio del poblamiento nos permite
revelar los posibles desequilibrios existentes en la distribución de la población
entre esos territorios, así como plantearnos las posibilidades de corregir
dichos desequilibrios y adecuar las infraestructuras, los equipamientos y en
general la dotación de servicios que precisaría la población para asegurar su
mantenimiento y desarrollo económico en el futuro.

       •  Para dar respuesta a los cuestionamientos derivados del análisis de pobla-
miento, el Consejo considera que se necesitan herramientas normativas de
carácter transversal y, entre ellas, la fundamental sería una adecuada orde-
nación del territorio. La ordenación del territorio puede definirse como el
conjunto de políticas transversales encaminadas a dotar y disponer en éste
los medios necesarios para posibilitar el desarrollo y bienestar de sus habi-
tantes, definiendo el modelo territorial e identificando los sistemas y estruc-
turas que le proporcionan cohesión interna y conexión con el exterior. 

          Según la Carta Europea de Ordenación del Territorio de 1983, ésta se define
como la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecoló-
gica de toda sociedad, con multitud de objetivos, entre ellos el desarrollo
socioeconómico y equilibrado de las regiones, la mejora de la calidad de
vida, la gestión responsable de los recursos naturales, la protección del
medio ambiente, y por último, la utilización racional del territorio. Es a la vez
una disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida
como un enfoque interdisciplinario y global, cuyo objetivo es un desarrollo
equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un con-
cepto rector.

          Así se contempla en la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del
Territorio de la Comunidad de Castilla y León, que incluye entre sus objeti-
vos esa definición del modelo territorial equilibrado y sostenible, un
desarrollo económico y urbano compatible con la protección del medio
ambiente y del patrimonio cultural y, finalmente, los criterios y procedimien-
tos a seguir para coordinar todas las acciones con repercusión territorial.

       •  El CES considera conveniente que los planes, programas y estrategias en
torno a la ordenación del territorio tengan continuidad en el desarrollo de la
Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comu-
nidad de Castilla y León, que a nuestro juicio es una norma que está por
desarrollar y le queda recorrido. Además, es conveniente que la sociedad per-
ciba que proyectos importantes como la Agenda de la Población de Castilla
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y León 2010-2020, o la propuesta del ejecutivo regional sobre el Modelo de
Ordenación y Gobierno del Territorio, aparezcan sustentadas en un funda-
mento legal, integrador y transversal, que manifieste la decidida voluntad
política a favor de la adecuada ordenación territorial.

       •  La ordenación del territorio se presenta en Castilla y León como una tarea
complicada y ambiciosa, aunque resulta ineludible llevar a cabo la misma,
máxime en estos momentos de crisis económica. El Consejo considera que
hay que continuar incrementando los esfuerzos en la implantación de inicia-
tivas de ordenación del territorio, que desarrollen plenamente la normativa
que está ya aprobada a este respecto, con una celeridad adecuada, y que
supongan la puesta en marcha de instrumentos, de forma transversal y
ordenada, haciendo ver a la ciudadanía la utilidad de los mismos, de forma
que se puedan infundir confianza en las propuestas que puedan plantearse
en el futuro.

       •  El CES estima necesario que al realizar estas políticas de ordenación del terri-
torio se favorezca el fortalecimiento de una cultura de cooperación interte-
rritorial a través de la fórmula que se considere más idónea, para aprovechar
las fortalezas de la configuración del territorial de Castilla y León, evitando y
suprimiendo estructuras administrativas disfuncionales, donde la inercia de la
desvertebración opera en sentido contrario a la lógica de la cooperación,
hasta tal punto que, ni contando con herramientas legales para cooperar,
éstas o no se han aplicado o se han aplicado de forma incorrecta.

       •  En nuestro Estatuto de Autonomía, fundamentalmente en su artículo 46, se
contempla la comarca como agrupación voluntaria de municipios limítrofes
(pudiendo superar el ámbito provincial) con características geográficas, eco-
nómicas, sociales e históricas afines que puede servir como instrumento de
cohesión y desarrollo eficiente y que al mismo tiempo puede reducir la carga
administrativa de nuestra Comunidad. 

       •  Este Consejo considera imprescindible que la ordenación del territorio se
lleve a cabo a través de la necesaria coordinación y cooperación entre Admi-
nistraciones, con el fin de aunar esfuerzos y recursos, sobre todo en lo que
atañe a las Administraciones Local y Autonómica. Además, en lo que se
refiere a la configuración de políticas de ordenación del territorio, es necesa-
rio, desde nuestro punto de vista, que se lleve a cabo una planificación a
largo plazo, cuyo fin sea evitar en la medida de lo posible los ajustes mera-
mente coyunturales.

       •  En la vigente normativa sobre Directrices Esenciales de Ordenación del Terri-
torio de nuestra Comunidad se define la provincia como ámbito funcional
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básico de vertebración territorial. No obstante y en el camino “hacia una
Comunidad estructurada” (concepto también incluido en la Ley), el CES
quiere recordar que ha de tenerse en cuenta que ámbitos funcionales y pro-
blemas a resolver van necesariamente asociados y que, por tanto, la verda-
dera estructuración de la Comunidad ni puede excluir, ni puede basarse
solamente en la provincia.

       •  En nuestro Estatuto de Autonomía, en su artículo 47 se contemplas que las
competencias de las Diputaciones se fijarán por la legislación básica del
Estado y la de la Comunidad Autónoma. Además, se establece que en todo
caso las Diputaciones ejercerán competencias en el ámbito de la coopera-
ción, asesoramiento y asistencia a municipios y otras entidades locales, pres-
tarán también servicios supramunicipales de carácter provincial, en el ámbito
de las competencias locales, sin perjuicio de las que puedan delegarle o
encomendarle las entidades locales de su ámbito territorial o la Comunidad
Autónoma.

          El Consejo considera necesario adaptar la legislación, partiendo del pleno
respeto a la autonomía de los entes locales, que atribuya con precisión las
competencias de las Diputaciones, les asigne los instrumentos adecuados
para la gestión, así como de un nuevo y estable modelo de financiación local,
delimitando con claridad las competencias entre estas Administraciones y las
Delegaciones Territoriales de de la Administración Regional, evitando dupli-
cidades y solapamientos.

       •  El CES considera necesario basar la ordenación del territorio en el respeto a
los espacios capaces de organizar el territorio, además de en los ejes y corre-
dores principales. Estimamos que deberían tenerse en cuenta, como princi-
pios básicos de actuación, el equilibrio y la compatibilidad entre las
posibilidades de expansión de los ejes y corredores y las áreas que, sin estar
favorecidas por éstos, vertebren funcionalmente su territorio por su pobla-
ción, su estructura socioeconómica, y por haber logrado una solidez recono-
cida que les permite actuar como focos de atracción por los flujos que
generan.

       •  La política de ordenación territorial, desde el punto de vista del Consejo, debe
aplicar la preservación de los valores patrimoniales, en su acepción ambiental,
cultural y paisajística de forma consecuente en todo el territorio, protegiendo
especialmente las áreas más frágiles. La práctica nos muestra que este valor
es respetado en los espacios naturales, e igualmente es percibido socialmente
como un valor importante en la sociedad castellana y leonesa.

       •  Este Consejo considera fundamental aumentar el compromiso de las políticas
públicas en lo que respecta a la población y al poblamiento en Castilla y
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León, para lo que se debe realizar un esfuerzo extraordinario capaz de dina-
mizar la economía con un conjunto de medidas de promoción empresarial,
además de la dinamización del tejido social, que permitan mantener y
aumentar la población.

       •  Para esta Institución, en la lucha contra la despoblación, y con el objetivo de
un adecuado poblamiento de nuestra Comunidad no debería olvidarse la
planificación y ejecución de políticas específicas tanto en el espacio rural,
como en el espacio urbano así como la realización de propuestas expresas
respecto a la actividad económica, a las infraestructuras y a las políticas
sociales a emprender.

VII.A Respecto al espacio rural
       •  Es evidente para este Consejo que el espacio y sociedad rural de Castilla y

León, al igual que el de España, de Europa o de otras partes del mundo, está
en constante transformación, en función de los cambios económicos, socia-
les y políticos. Es obvio que, frente a las sociedades agrarias tradicionales, de
neto predominio rural, las actuales, de predominio urbano, basan su organi-
zación territorial en una jerarquización del poblamiento en torno a las ciuda-
des, mientras el espacio rural pierde población, pierde incluso pueblos y
pierde funciones y actividad económica.

       •  El CES considera que esta circunstancia no debe constituir un problema, sino
una cualidad del espacio rural, que debe aprovechar sus ventajas compara-
tivas: sus espacios abiertos, su tranquilidad, su paisaje, su cultura, sus ritmos
vitales pausados y, por supuesto, aquellos yacimientos de empleo que pue-
den configurarse como generadores de empleo y de riqueza en este ámbito,
como la agricultura ecológica, las industrias agroalimentarias, el turismo
rural, la artesanía, la bioenergía, etc.

       •  Por todo ello, esta Institución estima necesario que se continúen incremen-
tando los esfuerzos para conseguir una suficiente diversificación de las acti-
vidades económicas en el medio rural, que intente evitar la pérdida de
efectivos en el campo y paliar los desequilibrios territoriales en nuestra
Comunidad Autónoma.

       •  La diversificación de actividades está abriendo nuevas oportunidades, por lo
que este Consejo considera que sería necesario que desde los Administracio-
nes Públicas, en sus respectivos ámbitos competenciales, se establezcan las
normativas pertinentes, las dotaciones económicas e infraestructuras para
que estos proyectos puedan llevarse a cabo de forma que se satisfagan las
necesidades de la población rural, a la vez que se genere empleo para las
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personas que viven en los pueblos, revirtiendo así en la calidad de vida de
todos los que habitan en este medio.

       •  En este sentido, el CES considera necesario que se apoye la transformación
de sectores como el industrial en el medio rural, mediante la coordinación y
el refuerzo a las iniciativas de I+D+i, con el fin de consolidar una red de
apoyo para las pequeñas y medianas empresas del medio rural más allá del
mantenimiento y fomento de las industrias de transformación del sector pri-
mario.

       •  Además, a juicio de esta Institución, la diversificación de actividades en el
medio rural pasa también por la implantación de nuevas PYMEs para la
transformación de productos ecológicos en particular, y agrarios y forestales
en general, orientada hacia producciones de calidad y adaptadas a las nue-
vas demandas del mercado.

       •  En cuanto a los productos agroalimentarios, el CES considera que las produc-
ciones de calidad, etiquetadas con sus marchamos de Denominaciones de
Origen, de Indicaciones Geográficas Protegidas, de Marcas de Garantía, de
Especialidades Tradicionales, pueden representar un pilar importante de
generación de empleo y de diversificación económica en el medio rural. Por
ello, esta Institución considera necesario que se continúe apoyando a este
sector, para que impulse su valor añadido y la calidad en los productos ela-
borados, potenciando una red de comercialización y distribución adecuada
que supere el ámbito de nuestra Comunidad.

       •  La diversidad del patrimonio natural y cultural es una gran riqueza de Castilla
y León, y especialmente del medio rural, por lo que el CES considera que la
explotación del potencial turístico y del patrimonio natural y cultural, a través
de la organización de redes en línea para las visitas a centros de interpretación
de la naturaleza y para el seguimiento de itinerarios guiados de paisaje natural,
de patrimonio cultural y de acervo gastronómico, son una oportunidad más de
la que dispone el medio rural para diversificar su actividad. El Consejo consi-
dera necesario recordar que estas actividades debe perseguir un desarrollo sos-
tenible del entorno, promoviendo, en todo momento, una utilización
razonable de los recursos de los que dispone nuestra Comunidad Autónoma.

       •  El proceso de éxodo rural ha sido característica común en gran parte de los
municipios de Castilla y León, y sin embargo es evidente para este Consejo
que la organización territorial no se ha modificado apenas desde comienzos
de los años ochenta, por lo que hoy, a nuestro juicio resulta obsoleta.

       •  En el Documento Técnico que acompaña a este Informe se señala que entre
1960 y 1981 desaparecieron en Castilla y León 554 municipios. Es evidente
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que dicha desaparición ha sido inevitable a largo plazo por mero agota-
miento demográfico. La pervivencia de otros municipios hace que la racio-
nalización de esfuerzos sea difícil y redunde en perjuicio del conjunto rural y
de los propios habitantes de estos municipios, pues la dispersión de iniciati-
vas locales enfocadas a objetivos similares conduce a incrementar los gastos
sin lograr mayores beneficios. Por todo ello, el CES entiende que deberían
analizarse las actuales estructuras del ámbito local, redefiniendo el mapa
municipal, procurando que los instrumentos que se utilicen eviten la creación
de nuevas estructuras administrativas que generen incremento de gasto.
Para el Consejo, estos instrumentos deberán atender a criterios de solidari-
dad, eficacia, eficiencia y coordinación, y deberán contar con unos servicios
públicos, infraestructuras y dotaciones adecuados para garantizar unos nive-
les mínimos de cohesión social y territorial, sin que ello implique el cambio
de lugar de residencia de las personas.

       •  La delimitación de los nuevos distritos rurales, concepto incluido en la
reciente propuesta efectuada por el Gobierno Regional, o de cualquier otra
figura para la futura ordenación territorial de Castilla y León ha de considerar
la diversidad de situaciones y problemáticas existentes, no debiendo estar
condicionada por la división provincial que existe actualmente. Así, el Con-
sejo considera que aspectos como la especialización económica, característi-
cas demográficas, necesidades particulares, recursos endógenos, patrimonio
paisajístico, cultural, etc., podrían ser, entre otras variables, las que pueden
ayudar a definir esos distritos rurales, marcando límites que pudieran ser aje-
nos a los provinciales actualmente existentes.

       •  Como ya hemos indicado en otras ocasiones, considera esta Institución que
independientemente de cuál sea la denominación que se quiera dar a las
demarcaciones que ocupen el espacio supramunicipal y subregional, es pre-
cisamente desde ese ámbito territorial intermedio desde el que mejor puede
favorecerse una equilibrada cobertura de servicios públicos en el medio rural,
esenciales para la calidad de vida y el desarrollo productivo, es también un
espacio con capacidad para aunar estrategias de desarrollo propio y de coope-
ración entre lo urbano y lo rural.

          La idoneidad de estos ámbitos intermedios para acoger territorios homogé-
neos en características geográficas, culturales o socioeconómicas los hace
imprescindible, a juicio del CES, para ordenar la gestión de territorios que,
como la Tierra de Campos, por ejemplo, se extienden por varias provincias,
situación que se da en varias “zonas” de la Comunidad.

       •  El Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece que la Comunidad
fomentará las asociaciones de entidades locales de ámbito autonómico para
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la protección y promoción de sus intereses comunes, y dispone además una
reserva de Ley para la regulación de la Administración Local de Castilla y
León, en cuyo articulado deberá contemplarse a las entidades locales meno-
res, las comarcas, las áreas metropolitanas, las mancomunidades, los consor-
cios y otras agrupaciones de entidades locales de carácter funcional y fines
específicos, así como la protección de las formas tradicionales de organiza-
ción local. Por todo ello, la Administración Autonómica tiene, a juicio del
CES, competencias estatutarias suficientes para poder definir estructuras
supramunicipales que se acomoden a las necesidades que hoy en día tiene
Castilla y León, una vez consultados todos los agentes implicados en el terri-
torio de nuestra Comunidad.

       •  Este Consejo considera necesario que desde la Administración Regional se
promueva el protagonismo de los núcleos funcionales intermedios o centros
de servicios, de forma que se cree una red consolidada, entendiendo estos
núcleos catalizadores del desarrollo y de la prestación de servicios con niveles
de calidad para un área que deberían vertebrar funcionalmente.

       •  Para esta Institución, la red de centros de servicios en el medio rural ha
demostrado sobradamente el carácter imprescindible de estos núcleos fun-
cionales intermedios, no sólo en la fijación de población y dinamización eco-
nómica, sino también en la distribución de bienes y servicios a los pequeños
pueblos de sus áreas de influencia y en la disponibilidad de un equipamiento
adaptado a las necesidades de la sociedad. 

       •  En este sentido, el Consejo considera que resulta ineludible establecer defi-
nitivamente el mapa de centros vitales para el desarrollo rural, fijando obje-
tivos e inversiones y facilitando la accesibilidad a los mismos, evitando así
que la concentración de esfuerzos en favor de los mayores suponga perjui-
cios para los enclaves de menor entidad.

       •  El CES considera necesario que se delimiten ámbitos geográficos funcionales,
estables, que más allá de la denominación concreta deberán estar suficien-
temente dotados de equipamientos e infraestructuras, con criterios de soli-
daridad, racionalidad y eficacia, y con un funcionamiento coordinado en red,
para lograr una mayor eficiencia en la prestación de servicios públicos y un
mayor desarrollo económico y social, que permita avanzar hacia una mayor
cohesión territorial y social, garantizando, por una parte, la igualdad de
oportunidades, y por otra, aspectos esenciales en el bienestar y en la calidad
de vida de la ciudadanía con independencia del lugar donde residan.

       •  El Consejo considera que la población rural es generadora de riqueza para su
entorno por el desarrollo de proyectos a nivel local, dada su integración y
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enraizamiento en dicho medio; por ello esta Institución recomienda poten-
ciar el papel desempeñado por las organizaciones profesionales agrarias y las
cooperativas agrarias por el protagonismo que viene desempeñando en el
desarrollo rural en Castilla y León, ya que si bien es obvio que todo lo rural
no es agrario, también es evidente para el CES que sin el adecuado y soste-
nible mantenimiento del sector primario no tendría futuro nuestro mundo
rural.

VII.B Respecto al espacio urbano
       •  En las áreas urbanas el planeamiento de carácter subregional no vinculante

es de compleja y costosa realización y de voluntaria aplicación, por lo que
hasta la actualidad no parece haber servido en demasía para alcanzar los
objetivos para los que se plantearon, ya que solo delimita potencialidades o
problemas, por lo que el CES entiende que, si se quiere mantener, debería
contener propuestas vinculantes. 

       •  Este Consejo considera que debería darse especial impulso a la integración
formal entre los municipios integrantes de un área urbana, a través de una
reducida base normativa general, de unos acuerdos sectoriales en materias
básicas como el transporte y servicios (educación, sanidad, etc.) y de una
identidad corporativa y definición de funciones que resulten singulares (en el
conjunto) y competitivas frente a otros sistemas urbanos.

       •  Con respecto al planeamiento urbano, cabe recordar que la legislación y los
planes no deberían ser en ningún caso disuasorios y condicionar la actividad
urbanística. Además, el CES considera que un exceso de regulación crea, o
puede crear, una cierta inseguridad e incertidumbre, lo que desincentiva
cualquier tipo de inversión. Así, una normativa cambiante cada poco tiempo
no equivale necesariamente a una mejor ordenación, por lo que debería
hacerse real la simplificación normativa que el primer texto de la Ley de
Urbanismo de Castilla y León proclamaba como objetivo ineludible.

       •  En el caso concreto de un territorio que opera en forma metropolitana, o
denominación equivalente, esta Institución quiere llamar la atención de la
situación que se produce en el escalonamientos en las fases de diagnóstico
y aprobación de los instrumentos de planeamiento de las diferentes ciudades
y núcleos urbanos en estas áreas, ya que generalmente no hay una coordi-
nación efectiva de este proceso, por el carácter no vinculante de las Direc-
trices de Ordenación del Territorio.

       •  Así, los desfases en el proceso de aprobación del planeamiento en municipios
llamados a colaborar por su proximidad, se convierten de facto en fuente de
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competencia, de una mal entendida competitividad; de forma que, a juicio
del CES, la falta de coordinación llega a ser en ocasiones fuente de contra-
dicciones y conflictos en el proceso de gestión del territorio.

       •  Por todo ello, y partiendo del respeto a la autonomía municipal, el Consejo
recomienda que las ciudades integrantes de las áreas urbanas-metropolita-
nas deberían coordinar el proceso de elaboración y el contenido del planea-
miento general (Planes Generales de Ordenación Urbana y Normas
Urbanísticas), de forma que esa coordinación debería ser formal, temporal y
conceptual, ya que los contenidos deberán ser coherentes con el objetivo
general diseñado por los municipios de cada área.

       •  Respecto a la gestión urbanística, el CES considera que la normativa debería
simplificar una gran parte de los procesos y hacerlos vinculantes, en línea con
el contenido de la instrucción técnica elaborada con tal objeto. Esta simplifi-
cación debería facilitar a las Administraciones Públicas poder cumplir con los
plazos para su tramitación y aprobación, por lo que entendemos que sería
necesario pasar de un sistema de control del plan o proyecto de carácter tra-
dicional y convencional –que consiste en la superposición de documentos y
tiempos–, a un sistema más eficiente, apoyado en las tecnologías de infor-
mación geográfica.

       •  En cuanto al suelo destinado por las Administraciones Públicas para la cons-
trucción de viviendas con protección pública, el Consejo considera necesario
que se promueva el régimen de arrendamiento, por las ventajas que pueden
suponer en los actuales momentos para el acceso a la vivienda de grupos
que tienen mayores dificultades para lograrlo.

       •  El CES recomienda que se continúen incrementando los esfuerzos para lograr
un sistema urbano sostenible, promoviendo actuaciones que supongan
menores desplazamientos, menor consumo de energía y recursos, menor
coste de mantenimiento, y mayor accesibilidad a servicios y equipamientos,
etc. Además, las ciudades deben potenciar la accesibilidad sostenible y el
menor consumo de suelo, como fórmulas adecuadas para abaratar el pro-
ducto inmobiliario y hacer a los nuevos vecindarios menos dependientes del
transporte público o privado.

VII.C Respecto a la actividad económica 
y el empleo

       •  Para lograr el desarrollo de un modelo territorial moderno de poblamiento,
el CES recomienda fomentar la competitividad equilibrada del territorio y
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activar todo su potencial de progreso, aprovechando al máximo las oportu-
nidades de cada zona, así como promover la cohesión territorial, económica
y social, para lo que se hace necesaria la coordinación en la intervención de
todas las Administraciones Públicas.

       •  Es imprescindible centrar las actuaciones que pretendan combatir la lucha
contra la despoblación en mejorar los elementos que conforman nuestro
patrón de crecimiento económico. En este sentido, el CES considera que las
políticas activas de empleo (en la búsqueda de un empleo estable y de cali-
dad) constituyen un ámbito de actuación clave para propiciar dicho cambio
poblacional. 

       •  El Consejo considera que otro de los factores que debe abordarse es el
impulso de nuestro tejido empresarial, apoyando sectores estratégicos y pro-
piciando un entorno favorable para la economía sostenible, fundamental-
mente la que está basada en el conocimiento. Sin olvidar, el fortalecimiento
de nuestras empresas a que permita aumentar su tamaño y, por lo tanto, su
competitividad.

       •  La dotación de suelo industrial aparece como uno de los objetivos prioritarios
de las Directrices de Ordenación del Territorio en relación con las estructuras
al servicio de la actividad económica, por lo que el CES considera necesario
que las Administraciones Públicas competentes cuenten con un programa de
suelo industrial integrado, coordinado y coherente con otras políticas secto-
riales y con las políticas territoriales.

       •  Para que el programa de suelo industrial llegue a ser un instrumento ade-
cuado para la promoción sectorial y el desarrollo territorial, el Consejo estima
oportuno que se haga un diagnóstico coordinado, entre las Administraciones
Públicas competentes en esta materia, de la demanda diferencial actual y pre-
visible de suelo empresarial (convivencia de actividades no sólo industriales y
ampliación de tipologías de áreas especializadas en funciones de actividad
económica), de los desequilibrios detectados en la oferta disponible en nues-
tra Comunidad (polígonos y parques empresariales sin apenas ocupación en
determinados lugares, frente a la escasez de suelo planificado en otros), de
las posibilidades de mejora en la gestión de los espacios industriales planifi-
cados y de los problemas relacionados con las implantaciones industriales
y/o empresariales fuera de las áreas planificadas.

       •  A juicio del CES, el programa de suelo industrial debe ser concebido compa-
tibilizando los objetivos de política económica y mejora de la competitividad
empresarial con los criterios generales de localización ordenada de las activi-
dades industriales, ocupación eficiente del espacio, consumo racional y sos-
tenible de suelo y mejora de la calidad e imagen de los espacios industriales
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consolidados. Este Consejo considera que garantizar una programación
ordenada de suelo para las empresas y promover la cooperación municipal
para la producción y la gestión de suelo industrial, son actuaciones que pue-
den incidir muy positivamente en un desarrollo equilibrado en el espacio y
en la cohesión social y económica del territorio.

       •  Consideramos que la investigación y la innovación contribuyen directamente
a la prosperidad y al bienestar de los ciudadanos, por lo que a juicio de esta
Institución, Castilla y León debe convertir en objetivo prioritario la política de
investigación y desarrollo tecnológico en una economía del conocimiento.

       •  El Consejo considera que atribuir una de las causas históricas de la despobla-
ción a las debilidades de nuestra estructura económica constituye el punto
de partida para sentar las bases necesarias que propicien un entorno favora-
ble para mejorar nuestro patrón de crecimiento.

          Nuestra Comunidad Autónoma necesita, para los próximos años, afianzar un
modelo de generación de riqueza, de forma sostenida y sostenible, dotada
de los mecanismos suficientes para que dicha riqueza generada se redistri-
buya de forma equitativa entre el conjunto de la sociedad.

       •  Propiciar esta mejora del patrón de crecimiento es prioritario en este con-
texto de crisis de la economía por lo que se hace necesario abordar medidas
de carácter estructural que permitan tanto una salida de la crisis como un
entorno favorable para fijar y aumentar población.

       •  Ahora bien, esta indiscutible pérdida de población joven ha producido el pro-
gresivo envejecimiento en la Región y el vaciamiento de amplias zonas de
nuestro territorio, sobre todo en el medio rural. 

       •  Por otro lado, el CES considera necesario poner el acento en nuestro sector
industrial, que tal y como señala nuestro Estatuto de Autonomía es un factor
clave para combatir la despoblación. Nuestra industria se compone de una
pluralidad de sectores, con un fuerte predominio del sector de la automoción
y del agroalimentario, con sus debilidades y sus fortalezas, siendo necesario
minimizar las primeras y aprovechar las últimas. Castilla y León necesita, en
línea con lo recogido en el Acuerdo Marco para la Competitividad e Inno-
vación Industrial de Castilla y León, potenciar los sectores industriales con-
siderados más dinámicos por su mayor aportación al valor añadido y
tecnología punta, así como aquellos otros que presentan una importancia
decisiva para el desarrollo económico general, por su efecto de tracción en
una zona determinada. 

       •  Este Consejo considera fundamental para combatir la despoblación apoyar
a los sectores agrícola, ganadero y agroalimentario de la Comunidad
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mediante el desarrollo tecnológico y biotecnológico, con el fin de mejorar la
competitividad de los mismos, como así se refleja en el Estatuto de Autono-
mía de Castilla y León.

       •  El CES considera que el turismo es una fuente inmejorable para el desarrollo
económico y social, para la creación del empleo y la puesta en valor del
diverso patrimonio. Además, es necesario apoyar las iniciativas para asegurar
un turismo para todos, que pueda servir para reducir el carácter estacional
de la demanda, para mejorar la calidad del empleo turístico, promover
empleo fijo, mantener y mejorar la prosperidad y la calidad de vida de las
comunidades locales, conservar y valorizar el patrimonio cultural, y utilizar el
turismo como una herramienta útil para el desarrollo sostenible.

       •  Para frenar la despoblación debemos aumentar nuestro potencial de creci-
miento y, para ello, la sociedad debe asignar más recursos a la inversión en
capital físico, tecnológico y humano, incrementando al mismo tiempo el
esfuerzo en inversiones productivas a medio y largo plazo, esfuerzo absolu-
tamente imprescindible si queremos vencer la atonía económica, contribu-
yendo a la necesaria generación de empleo.

       •  El papel del sistema educativo debe ser determinante para favorecer una
conexión permanente entre el campo de la investigación y el desarrollo eco-
nómico. Debe impulsarse y potenciarse el esfuerzo inversor en nuestra polí-
tica de innovación y de desarrollo tecnológico de nuestro tejido empresarial
para hacer frente a los nuevos desafíos tecnológicos que permitan mejorar
la competitividad. Además es necesario facilitar la transferencia de conoci-
miento del sistema educativo a las empresas.

       •  Por ello el Consejo cree que la realización de un espacio común de investiga-
ción debería facilitar a largo plazo el máximo aprovechamiento de la coope-
ración en los distintos niveles de actuación, una mejor coordinación de las
políticas europeas, nacionales y autonómicas, la consolidación de las capaci-
dades estructurales y la creación de redes de equipos de investigación, además
de una mayor movilidad de las personas y las ideas, realizando una política de
difusión de la realidad de nuestra Comunidad como “tierra de oportunidades”
para atraer y asentar población.

       •  Para el CES, la generación de mayores economías de escala en el proceso de
modernización industrial requiere de la coordinación de los esfuerzos públi-
cos y privados más allá de los intereses locales, intercambiando información,
tecnología y experiencias, fomentando la realización de proyectos conjuntos
con una amplia participación de empresas.

       •  El Consejo recomienda que se continúe facilitando el acceso de las PYMEs a
las nuevas tecnologías y a los servicios prestados por los centros de innovación,
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con un funcionamiento en red que cubra todo el territorio, con independen-
cia de su localización urbana o rural, ya que el desconocimiento de la exis-
tencia de tales servicios y del apoyo que pueden prestar a las empresas no
solo supone un hándicap al aumento de la competitividad, sino que dificulta
la amortización de las inversiones realizadas.

       •  La promoción de las políticas activas de empleo, cuya ejecución está trans-
ferida a las Comunidades Autónomas, constituyen un factor decisivo para
favorecer las oportunidades necesarias que permitan desarrollar un proyecto
de vida personal, profesional y familiar.

       •  Desde el CES se considera imprescindible vincular las actuaciones que tienen
como objetivo fijar población con el empleo, como punto de partida en el
cambio de modelo de desarrollo económico y social en el que está inmersa
Castilla y León. El mercado de trabajo es un ámbito de actuación fundamen-
tal para favorecer dicho cambio, por lo que resulta necesario propiciar un
entorno laboral más estable, capaz de ofrecer verdaderas oportunidades en
materia de empleo, para mantener y aumentar población y recuperar, a su
vez, a los trabajadores que emigraron a otros lugares de nuestro país bus-
cando oportunidades de empleo y mantener a los trabajadores de otras
Comunidades Autónomas que se asentaron en nuestro territorio.

       •  Retener el talento de los jóvenes para evitar su salida. Al mismo tiempo, es
necesario asegurar la inserción laboral de los trabajadores menos cualifica-
dos, lo que requiere de un apoyo de las políticas activas de empleo. Asi-
mismo, es deseable fomentar la continuidad en el empleo una vez finalizada
la vigencia de los contratos formativos.

       •  Esta Institución estima necesario, para que la Administración Regional siga
apoyando la actividad económica en el medio urbano y en el medio rural,
que se unifique en un solo Ente la promoción de creación de empresas y acti-
vidades, ya sea en el ámbito urbano como en el rural.

VII.D Respecto a las infraestructuras
       •  Castilla y León es una región interior que es limítrofe con nueve Comunida-

des Autónomas y con Portugal, por lo que constituye un enclave idóneo
para la conexión entre las regiones del norte, centro y sur de España, Portu-
gal y el resto de Europa. Por ello, el CES considera necesario que nuestra
Comunidad optimice al máximo su posición estratégica, convirtiéndola en un
enlace transcendental en el acceso a Europa y en protagonista de la distribu-
ción nacional, para de esta forma generar mayor inversión y empleo, lo que
contribuirá, sin duda, a asentar y consolidar nuestra población.
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       •  El CES estima que las infraestructuras de comunicaciones son vitales para el
desarrollo de nuestra Comunidad y para el logro efectivo de la calidad de
vida de nuestra ciudadanía, y reclama a todas las Administraciones Públicas
la agilización y ejecución de las obras públicas previstas y las aún pendientes,
que mejoren la red de comunicaciones situándonos en una posición de ven-
taja en la sociedad del conocimiento. El modelo territorial, a juicio de esta
Institución, ha de basarse en una vertebración homogénea del territorio,
asumiendo para ello que Castilla y León tiene unas características específicas
que la definen.

       •  Por lo que se refiere a las infraestructuras de carreteras, y como ya se hacía
mención en el Informe sobre la Situación Económica y Social de Castilla y
León de 2010, el Consejo cree que es necesario completar, al menos, los
grandes ejes viarios comprometidos, y en concreto:

                > El tramo Benavente-Zamora de la Ruta de la Plata (A-66).

                > La Autovía A-15 (Medinaceli-Soria).

                > La Autovía León-Valladolid (A-60), en concreto el tramo Santas Martas-
Villanubla.

                > La Ronda de Burgos y la variante de Aranda de Duero.

                > La Autovía A-11 (Valladolid-Soria).

       •  Este Consejo estima necesario seguir desarrollando el Plan de Carreteras
2008-2020 teniendo en cuenta los cambios que se han podido producir en
los últimos años, con el objetivo de lograr que toda la ciudadanía de Castilla
y León desde cualquier núcleo de población pueda acceder con rapidez a un
centro de servicios más próximo, favoreciendo el crecimiento y desarrollo
económico así como el equilibrio y la cohesión del territorio.

       •  En relación a las infraestructuras ferroviarias, el CES considera necesario
priorizar estas infraestructuras ante las actuales circunstancias, que exigen
redimensionar el esfuerzo inversor de infraestructuras y servicios de trans-
porte, y apuesta por el carácter complementario de la Alta Velocidad y el
ferrocarril tradicional, aprovechando la idoneidad que la Alta Velocidad tiene
para el transporte de pasajeros, y el ferrocarril tradicional en sus vertientes
de mercancías y cercanías.

          El Consejo considera que precisamente en las actuales circunstancias es más
necesario que nunca esforzarse en realizar una gestión eficiente para poder
hacer más obras con menos presupuesto. El CES reitera, como ya hizo en el
Informe sobre la Situación Económica y Social de Castilla y León de 2010,
que las líneas férreas que deberían priorizarse son las siguientes: 
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                > La Alta Velocidad Palencia-Santander.

                > La conexión Zamora-Orense.

                > Las líneas Salamanca, Ávila y Soria.

                > Extensión del AVE hasta las ciudades de Palencia y León.

                > Las líneas León-Asturias (por Pajares).

                > La conexión Miranda de Ebro-Logroño.

       •  En lo que se refiere a las infraestructuras aeroportuarias, el CES propone, en
aras de la eficacia de su gestión, analizar las posibilidades de su mejor apro-
vechamiento, tanto en el transporte de pasajeros, como de mercancías y
otras posibles utilidades tales como: líneas de aerotaxis, formación de pilo-
tos, etc. En todo caso, este Consejo considera necesaria la adecuada espe-
cialización de los aeropuertos de la Comunidad que, propiciando su
coordinación, impida que se trate de infraestructuras que compitan entre sí.

       •  El CES considera necesario potenciar el transporte público y su adaptación a
las necesidades crecientes de las áreas metropolitanas, así como la consolida-
ción del mismo en las áreas rurales, a través de sistemas de contrastada efi-
cacia como el “transporte a la demanda”, para lo que se recomienda una
efectiva coordinación entre todas las Administraciones Públicas de modo que
se desarrolle una política de transporte público urbano y rural de carácter
integral, dada la peculiar estructura territorial y poblacional de Castilla y León.

VII.E Respecto a las Políticas Sociales
       •  Las propuestas que en este apartado realiza el CES tienen como objetivo pri-

mordial conseguir una total armonía entre dos procesos que es necesario que
confluyan: por una parte, la prestación de forma eficaz y eficiente de servi-
cios sociales en los municipios, y por otra, la ordenación del territorio. 

       •  Nuestro modelo de desarrollo social debe ser reforzado con el objeto de
mejorar la calidad de vida y el bienestar del conjunto de la ciudadanía de
nuestra Comunidad Autónoma. Para mantener e incrementar la población,
esta Institución estima necesario que, además de promover un entorno pro-
picio para la generación de actividad económica, se cuente con unos servi-
cios públicos suficientes y de calidad y con infraestructuras adecuadas. A
juicio del CES, es preciso contar con una adecuada red en la prestación de
servicios y con políticas sociales, que redundaran en la fijación de población,
tanto en el medio rural como en el medio urbano, aun siendo conscientes
del esfuerzo que esto supondrá para las Administraciones Públicas, por la
situación económica que hoy existe.
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       •  El CES entiende que las Administraciones deben considerar los servicios
públicos como instrumentos de redistribución de la riqueza que favorecen la
cohesión social y el desarrollo de las personas. Existe, por lo tanto, la nece-
sidad, si se pretende aumentar población, de ampliar y universalizar los ser-
vicios públicos –particularmente los servicios sociales y sociosanitarios.

       •  Esta Institución estima que la mejora del saldo vegetativo de nuestra Comu-
nidad puede ser identificado como un elemento más de cara a la mejora de
la evolución demográfica, por lo que entendemos necesario que las Admi-
nistraciones Públicas continúen con todas aquellas medidas dirigidas a posi-
bilitar la conciliación real de la vida personal, familiar y laboral, adaptándolas
en cada momento a los cambios que se puedan producir, ya que pueden
contribuir a favorecer la natalidad y la fijación de población en Castilla y
León.

       •  El CES entiende que es fundamental el incremento del número de plazas sos-
tenidas con fondos públicos ofertadas para el alumnado entre 0 y 3 años,
acercándonos a la media de escolarización nacional, y corrigiendo los dese-
quilibrios existentes en la oferta pública de estas plazas en las provincias de
la Comunidad. 

          Este Consejo considera necesario que se continúen desarrollando programas
para facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral como madrugadores,
tardes en el cole, centros abiertos, etc., mejorando su funcionamiento y
alcance, de modo que los horarios de apertura de los centros escolares de
educación infantil y primaria se adecuen, en la medida de lo posible, a las
necesidades de las personas trabajadoras, estudiando la posibilidad de
ampliación de estos programas a los centros sostenidos con fondos públicos,
conforme se establecía en los Acuerdos del Diálogo Social sobre acciones en
materia de mejora de la educación.

          La oferta de servicios socioeducativos tanto en el medio urbano como en el
medio rural, debe de ir acompañada de la efectiva implantación, y en su caso
de la ampliación y potenciación de la red de servicios sociosanitarios, espe-
cialmente dadas las características demográficas y geográficas de esta
Comunidad, los destinados a las personas mayores y personas dependientes. 

          El desarrollo e implantación plena de ambos Sistemas, implica potenciar el
cuidado formal, multidisciplinar y multiprofesional, creando mayores opcio-
nes de empleo, en entornos de proximidad. Además, evita en gran medida
el traslado de personas mayores de sus zonas de origen lo que justifica, a su
vez, la cobertura de necesidades sociales y sanitarias en sus entornos. No
cabe duda de que ambos factores intervienen de forma positiva en la solu-
ción del problema de población que nos ocupa. 

84 POBLACIÓN Y POBLAMIENTO EN CASTILLA Y LEÓN



       •  En materia de sanidad podría plantearse la descentralización de ciertos ser-
vicios, estructuras y funciones descongestionando así los centros hospitala-
rios y/o de especialidades, de las capitales de provincia y limitando los
desplazamientos teniendo en cuenta la naturaleza del caso. En su caso,
podría implicar dotaciones sanitarias en estas zonas que pasan necesaria-
mente por la adaptación organizativa y funcional de centros y servicios. 

VII.F Respecto a otras actuaciones
       •  El Consejo considera de gran importancia que las medidas y actuaciones

para mejorar la evolución demográfica en Castilla y León estén centradas en
las personas, y de manera específica en los jóvenes, las familias y la pobla-
ción inmigrante, pero deben de ser políticas de colaboración de todas las ins-
tituciones, públicas y privadas, y de todo el tejido social de nuestra
Comunidad. Entendemos que estas políticas deben sustentarse, por tanto,
en la más amplia participación social posible.

       •  La Agenda para la población 2010-2020 abarca numerosas medidas cuya
ejecución y seguimiento corresponden al Consejo para la Población de Cas-
tilla y León como órgano de participación y asesoramiento en materia
demográfica. El CES recomienda priorizar la potenciación e implantación
efectiva de aquellas medidas incluidas en la Agenda dirigidas a fomentar las
iniciativas de empleo juvenil, el apoyo a los jóvenes emprendedores y la dis-
criminación positiva a las personas jóvenes, a las familias y a la población
inmigrante del medio rural. Este Consejo considera necesario para conocer el
impacto de dicha Agenda de la población, un efectivo seguimiento de su
evaluación que se realice a partir de los indicadores definidos en la misma.

       •  El CES entiende que la población joven castellana y leonesa debe ser objeto
de actuaciones específicas por parte de todas las Administraciones Públicas,
para lograr que este sector de la población permanezca en Castilla y León o
retorne a sus orígenes. Para ello consideramos necesario que se desarrollen
medidas encaminadas a lograr el acceso al empleo y a la vivienda y ofrecer
oportunidades y posibilidades de desarrollar todos sus proyectos en Castilla
y León, facilitando su vida autónoma y una emancipación estable.

       •  Es evidente que hay zonas en nuestra Comunidad con unos niveles de pér-
dida de población muy significativos. Estas zonas a juicio de este Consejo,
precisan de actuaciones extraordinarias y adicionales para recuperar unos
índices adecuados de población que contribuyan, a su vez, a equiparar su
nivel de renta y de desarrollo. Para esta Institución es fundamental
desarrollar iniciativas para la recuperación de zonas especialmente despobla-
das de nuestra Comunidad Autónoma.
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       •  Para eliminar de forma progresiva los desequilibrios económicos y demográ-
ficos de las provincias y territorios de Castilla y León, el CES considera nece-
sario el desarrollo del Plan Plurianual de Convergencia Interior definido
como herramienta específica en nuestro Estatuto de Autonomía. Para que
realmente pueda cumplir sus objetivos, estimamos que sería preciso dotar a
este Plan de contenido, actuaciones, prioridades y medidas adecuadas para
servir como instrumentos encaminados a la dinamización demográfica y a la
vertebración social, económica y productiva entre los territorios de nuestra
Comunidad.

Valladolid, 26 de enero 2012

                        El Presidente                                          El Secretario General

  Fdo.: José Luis Díez Hoces de la Guardia      Fdo.: José Carlos Rodríguez Fernández
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